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La vigencia de los derechos fundamentales que emanan del concepto de vida 
digna (art. 1 de la C.P.), transversales a todo el ordenamiento jurídico 
colombiano, y que sirven de parámetro y limite, para cada manifestación o 
actuación del Estado, que tiene como una de sus finalidades su materialización 
real y efectiva; reclama una acción más fuerte del derecho sancionatorio 
cuando se advierta vulnerado y en el caso específico, el derecho penal interno, 
que debe incluir en su articulado el reconocimiento de los preceptos emanados 
de la legislación internacional, bajo el principio de bloque constitucional, 
consagrado en el artículo de la Constitución Política de 1991. 
Respondiendo a esto el genocidio que fue un concepto acuñado por Raphaël 
Lemkin,  y positivisado en la Convención para la prevención y sanción del delito 
de Genocidio, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 9 
de diciembre de 1948, la cual entró en vigor el 12 de enero de 1951 y fue 
aprobada por el Estado Colombiano mediante la Ley 28 de 1959 e introducida  
en la ley 599 de 2000 (actual Código Penal), pero no en la forma que 
inicialmente había sido consagrado en la convención antes citada, sino con una 
extensión en los sujetos pasivos que se tenían, consolidándose lo que se ha 
denominado por les teóricos ―genocidio político‖, ello en obediencia al avance 
teórico y los requerimiento actuales de la sociedad. 
Este paradigma trae consigo unas implicaciones legales y de facto que 
merecen el estudio pertinente, para probar la concreción de la norma en la 
realidad, es decir, se requiere un examen que determine, si el estado 
colombiano cumple con las herramientas y requerimientos necesarios para 
identificar, reconocer, investigar, penalizar y sancionar de forma coherente, 
eficiente y eficaz cuando el sujeto pasivo del genocidio es un grupo político.  
A través de este estudio se reconocerá, el procedimiento jurídico que se ha 
empleado en el contexto colombiano y concomitantemente se evaluara, a 
través de un ejercicio comparativo con le legislación internacional y extranjera 
que ha abordado el tema, con el fin de auscultar, si cumple con los 
lineamientos necesarios e indispensables en pro de la justicia. Asimismo con 
los elementos rescatados de la síntesis lograda, se aterrizará en casos 
concretos ocurridos en el territorio colombiano.   
  
GENERALIDADES TEORICAS DEL TRABAJO DE INVESTIGACION 
 
PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
 
¿Cómo ha sido el desarrollo jurídico del genocidio político, en el Estado 
colombiano a partir de su tipificación en la ley 599 de 2000 y hasta el momento 
actual? 
 
DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA  
 
El genocidio es un crimen abominable que afecta los derechos fundamentales 
e inalienables, que son tan caros para cualquier Estado, por lo que ha sido 
reconocido por la comunidad internacional a través de la suscripción de 
tratados internacionales y paulatinamente en la legislación interna de algunos 
estados. 
Consecuencialmente, por el dinamismo de la sociedad y al que debe responder 
la legislación; esos preceptos no pueden ser estáticos, sino que deben avanzar 
para cubrir un orbita más amplia y dar soluciones más concretas y 
conducentes; es por ello que el tipo penal genocidio, se ha ampliado y además 
de tener como sujetos pasivos a  grupos nacionales, étnicos o raciales, incluye 
a los grupos políticos; pues la historia ha demostrado que ellos también pueden 
ser vulnerables a acciones que se encaminan a su exterminio.  
De igual forma la legislación y la doctrina internacional y extranjera, se han 
interesado, en gran medida, por consolidar el genocidio político como un delito, 
que atenta gravemente contra los derechos fundamentales y que merece un 
cuidadoso tratamiento y la implementación de políticas claras, para su 
penalización, en procura de combatir la impunidad.   
 
IDENTIFICACIÓN DEL PROBLEMA  
 
El  tipo penal genocidio, que devienen de la legislación internacional, y en la 
cual solamente se consideraba sujeto activo aquel que cometiera cualquiera de 
 los siguientes actos: a) matanza de miembros del grupo; b) lesión grave a la 
integridad física o mental de los miembros del grupo; c) sometimiento 
intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su 
destrucción física, total o parcial; d) medidas destinadas a impedir los 
nacimientos en el seno grupo; e) traslado por fuerza de niños del grupo a otro 
grupo; en contra de un grupo nacional, étnico, racial o religioso como tal; que 
se  perpetraran con la intención de destruir, total o parcialmente a dicho grupo 
(consagrado en  la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de 
Genocidio); ha sufrido una ampliación en su órbita de aplicación, la cual ha sido 
tipificada en el artículo 101  la ley 599 de 2000 del Estado colombiano, y en 
razón al cual es sujeto activo del delito de genocidio además de los  grupos 
nacionales, étnicos o raciales, las agrupaciones políticas, que sean objeto de 
actos encaminados a destruiros total o parcialmente. 
(http://apdhlaplata.org.ar/v1/wp-content/uploads/genocidio.pdf , mayo, 2011) 
 
DELIMITACIÓN DEL PROBLEMA  
 
Espacial  
El Estado Colombiano, pues la base de la investigación es el artículo 101 de la 
ley 599 de 2000 expedida en este territorio y las implicaciones que tiene en el 
ordenamiento jurídico colombiano esta norma.  
Temporal  
La investigación tendrá como objeto de estudio el lapso de tiempo comprendido 
entre el 2000, año a partir del cual entra en vigencia el artículo 101 de la ley 
599 y hasta el momento actual.  
Poblacional  
La muestra poblacional parte de los que conforman el estado colombiano y 
especialmente quienes puedan considerarse como sujetos activos o sujetos 
pasivos de este tipo penal, además de sujetos doctos en el tema, que a través 









El objeto de investigación del presente trabajo, comprende, el genocidio político 
desde su consagración en la ley 599 de 2000, el desarrollo jurídico y la 
aplicación que ha tenido en el Estado colombiano hasta la actualidad. Dicho 
estudio es pertinente; ya que analiza las implicaciones que para el 
ordenamiento jurídico colombiano, trae esta consagración; pues debe estar 
dirigida a la real y eficaz penalización del  genocidio político, encaminado a 
evitar la impunidad en defensa de los derechos fundamentales, como finalidad  
preponderante del Estado colombiano. 
En el mismo sentido esta investigación cobra relevancia social, como 
mecanismo de protección y defensa del orden equitativo y justo del 
conglomerado y de lucha contra la impunidad;  ya que como se señaló 
anteriormente, responde al requerimiento de la protección de los derechos 
humanos y a los de la política criminal, cuando el elemento humano del estado, 
se vea gravemente afectado por las conductas tipificadas en este delito.   
De igual forma, este trabajo pretende analizar y promover en el ámbito jurídico, 
académico y particularmente en los  estudiantes de derecho, una discusión 
dirigida a comprender la importancia y trascendencia, que tiene el tema 
genocidio político dentro del derecho penal, contribuyendo con soluciones para 
las inquietudes y problemas que acarrea su introducción en el actual Código 
Penal (ley 599 de 2000)  y aportando las estrategias para hacer que se 
configure la reglamentación de dicho precepto desde una perspectiva 
adecuada, para que sea realmente eficaz.   
Asimismo los resultados arrojados por este trabajo serán de gran valor teórico, 
en el sentido que se configuraran como fuente de consulta para estudios 
posteriores, al consolidarse un texto serio, disciplinado y responsable que 









OBJETIVO GENERAL  
Analizar el desarrollo jurídico del genocidio político, en el Estado colombiano a 
partir de su tipificación en la ley 599 de 2000 y hasta el momento actual.  
 
OBJETIVOS ESPECÍFICOS  
1. Identificar la tipificación del genocidio en el ordenamiento jurídico interno 
colombiano.  
2. Comparar la ampliación que se le dio al tipo penal genocidio en relación 
a su sujeto pasivo con otras legislaciones. 
3. Examinar el tratamiento que le ha dado la jurisprudencia nacional e 
internacional al delito de genocidio político.  
4. Aplicar a casos concretos, ocurridos en el contexto colombiano lo 
















FORMA DE INVESTIGACIÓN  
El presente trabajo de investigación se realizará con base a la forma de 
investigación denominada (según la clasificación tradicional) investigación 
aplicada; que ha sido definida como ―aquella que relaciona el derecho con 
otras disciplinas del conocimiento y con fenómenos sociales, políticos, 
filosóficos, etc.‖ 1 
Esta forma de investigación se incluyo  con el objetivo de ser más específicos 
al abordar el problema, ya que como se observa en el tema planteado 
¨genocidio político¨ dentro del contexto colombiano es un delito punible; que 
debe ser castigado de forma real y eficaz, por lo que se deben estudiar 
diferentes puntos de vista, los cuales se verán reflejados en el desarrollo de la 
investigación. 
De igual forma tomando como referencia el contenido de la investigación se 
puede decir que es en estricto sentido socio jurídico; ya que estudia ―los 
efectos del derecho en la sociedad y a su eficacia como norma reguladora de 
las relaciones sociales‖2. Asimismo porque se enmarca dentro  los objetivos de 
cualquier investigación socio jurídica dentro de los que cabe destacar: ―i) cómo 
influye el derecho y la práctica jurídica en los distintos aspectos de la vida 
material y espiritual de la sociedad; ii) la eficacia de la acción y la influencia del 
derecho, de sus normas e instituciones y teorías como reguladoras de las 
relaciones sociales, como normas de comportamiento humano obligatorias; iv) 
la concordancia o discrepancia del derecho, de sus normas, teorías y principios 





                                                          
1
 UNIVERSIDAD LIBRE DE COLOMBIA. Guía para la Elaboración de Proyectos de Investigación en 
Derecho. Facultad de Derecho. Centro de Investigaciones Socio Jurídicas. Bogotá D.C. 2002. Pág. 35  
2
 Ibid. p. 38 
3
 Ibid.  
  
 
TIPO DE INVESTIGACIÓN  
El tipo de investigación dentro del que se enmarca este trabajo es explicativa. 
Se trata de explicar, a la comunidad académica la regulación que ha dado la 
legislación colombiano a un tema de gran trascendencia para la construcción 
del Estado.  
MÉTODO DE INVESTIGACIÓN  
El trabajo a desarrollar es de carácter netamente analítico - teórico y dentro de 
su proceso de construcción, se utilizaran los métodos que sean pertinentes 
para el momento particular de la investigación que se intente llevar a cabo; de 
la siguiente forma:  
a) Inducción y deducción  
b) Análisis y síntesis 
c) Método dialectico  















MARCO REFERENCIAL DE LA INVESTIGACION 
 
ESTADO DEL ARTE  
A continuación se hará una contextualización de investigaciones previamente 
realizadas y que tienen una relación directa con el tema objeto de esta 
investigación. 
 
1. En el marco de estas investigaciones,  se configura como genocidio 
político los actos perpetrados contra el grupo político Unión Patriótica.  
 ORTIZ PALACIOS, Iván David. “Memoria narrada, narración de una 
historia el genocidio político contra la Unión Patriótica”. Bogotá: 
Universidad Nacional de Colombia, 2008.  
 ORTIZ PALACIOS, Iván David. ―El genocidio político contra la Unión 
Patriótica: visto por la prensa escrita‖ Bogotá: Universidad Nacional de 
Colombia, Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales, Dirección 
de Divulgación Cultural, 2007. 
  
2. El siguiente texto más que hacer planteamientos específicos sobre el 
genocidio político, explica el desarrollo jurídico del genocidio. 
 ÁVILA GONZÁLEZ, Sandra Patricia. Akayesu el primer juicio 
internacional por genocidio. Bogotá: Pontificia Universidad Javeriana, 
Facultad de Ciencias Jurídicas; Medellín: Biblioteca Jurídica Diké, 2006.  
 
3. Este trabajo hace un estudio general del genocidio. 
 BOHÓRQUEZ C., Jaime. ‖Persecuciones, crímenes y genocidios‖. 
Bogotá: Editorial Prosperidad, 1996. 
 
 4. Los trabajos de investigación, que se citaran a continuación, hacen 
referencia el genocidio desde sus generalidades y el tratamiento 
legislativo que se le ha dado en Colombia.  
 HUERTAS DÍAZ, Omar. ―Aproximaciones al concepto de genocidio en 
Colombia: informe final de investigación. línea de investigación: Derecho 
internacional de los derechos humanos y crímenes internacionales‖. 
Bogotá: Universidad Autónoma de Colombia: Sistema Universitario de 
Investigaciones (SUI), 2006. 
 NIETO LOAIZA, Rafael. “Los crímenes de lesa humanidad, los crímenes 
de guerra, el genocidio y su relación con el derecho internacional, la 
corte penal internacional y el derecho interno colombiano”. Bogotá: 
Revista Javeriana Vol. 131, no. 649 (Oct. 1998), p. 283-291  
 ―En 1983, desde las montañas de Colombia, cuando se empezó a 
concebir a la Unión Patriótica como una organización política, pública, 
civilista y aglutinadora, donde convergieran todas las tendencias 
políticas populares, críticas y comprometidas con las causas de la 
democracia, fundamental y centralmente se definió como su principal 
objetivo cambiar por la vía institucional, estatal, el esquema del régimen 
político excluyente que se venía dando en el transcurrir de nuestra 
historia. También se tenía como objetivo cambiar la cultura política de 
una sociedad patriarcal y antidemocrática. El proyecto político de la 
Unión Patriótica se emprendía como una apuesta de transformación del 
escenario de la guerra como forma de hacer política en defensa de los 
pobres en Colombia, en un ejercicio de la política civilista, que permitiera 
que las divergencias de carácter político e ideológico no se tuvieran que 
zanjar como a mitad de este siglo XX…‖. SEBASTIÁN GONZÁLEZ4 
 
 ―… La Unión Patriótica tiene una fuerza aglutinadora porque es el primer 
experimento que se realiza en el país hacia la unidad de las dos grandes 
vertientes de la acción popular: la lucha armada del campo y la lucha no 
armada o cívica de las ciudades. Es el primer intento serio de romper 
esa barrera profunda que divide al pueblo colombiano hace casi medio 
siglo. […] Hemos dicho que el proceso de paz en Colombia en la hora 
actual se basa esencialmente en la convergencia de esas dos grandes 
fuerzas. Pues bien: este es en definitiva el carácter o el contenido 
esencial de la Unión Patriótica. La Unión Patriótica no es ninguna 
fórmula salvadora ni ninguna invención ideal surgida de la mente de una 
persona o de un grupo: es el camino que traza la vida misma y que se 
vuelve conciencia entre nosotros. Es ese camino inflexible, inevitable de 
                                                          
4
 ORTIZ PALACIOS, Iván David. Narración breve para una experiencia larga –Sebastián González. 
Upeista sobreviviente-. Universidad Nacional de Colombia, National Graphics, Bogotá, 2006, pp.23 y 24. 
Sebastián González fue secretario nacional de la Unión Patriótica. 
 unidad entre los dos polos de lucha de los dos movimientos aglutinantes 
que surgen en el mismo desarrollo histórico del conflicto social de la 























                                                          
5
 BUENAVENTURA, Nicolás y otros. Tregua y Unión Patriótica. Centro de Estudios e Investigaciones 
Sociales, 1985, pp. 66 y 83. Ingeniero, pedagogo autodidacta, miembro del Partido Comunista, desde los 
años 80 activista en los acuerdos del cese al fuego y tregua entre el gobierno y las FARC, al nacer la 
Unión Patriótica fue líder de 







GENOCIDIO POLÍTICO EN LA LEGISLACIÓN INTERNACIONAL I 
 
“El genocidio es considerado por la comunidad universal como un delito 
de Derecho Internacional, contrario al espíritu y a los fines que persigue 
las Naciones Unidas y que el mundo civilizado condena en su conjunto”6. 
 
En el presente apartado se iniciará haciendo una aclaración terminológica de 
crimen y delito, para poder entrar a analizar la gestación del genocidio a través 
de los tiempos y la evolución del concepto. Subsiguientemente, se hará 
referencia a la historia de la tipificación internacional que comienza a dar forma 
a lo que posteriormente se conocería como genocidio, y es, en ese instante, en 
el que setrata la aparición de la expresión terminológica para denominar este 
crimen. 
 
También, merece especial mención la tipificación a nivel nacional del crimen, 
asícomo los problemas de identificación como delito diferente de otros de 
nivelinternacional, para finalmente llegar a la Convención de Genocidio, su 
historianormativa, las resoluciones que le dieron vida y que originan múltiples 
clasificaciones doctrinales. 
 
Entonces, el genocidio es un crimen de derecho internacional, considerado por 
algunos autores como una categoría de los crímenes de lesa humanidad7. Sin 
embargo, otros estiman que hoy en día goza de autonomía conceptual, debido 
                                                          
6
Digesto de jurisprudencia latinoamericana sobre crímenes de derecho internacional. Fundación para el 
Debido Proceso Legal. Washington, 2009. Pág. 13 
7
Vid por ejemplo José ORDOÑEZ CIFUENTES. ―Crímenes de Lesa Humanidad Genocidio/Etnocidio‖. En: 
Revista Estudios Internacionales. Instituto de Relaciones Internacionales y de Investigaciones para la paz 
(IRIPAZ), Guatemala, pp. 20-33, p. 23.Tomado de “AKAYESU: LA PRIMERA CONDENA 
INTERNACIONAL POR GENOCIDIO”varios autores, Pontificia Universidad Javeriana. Bogotá 2005. Pág. 
38 
 a la Convención del Genocidio adoptada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas en 19488. 
 
En 1954, un golpe militar en Guatemala derriba al gobierno democrático de 
Jacobo Arbenz, que había expresado la posibilidad de un cambio social popular 
en el país9. 
Según la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio 
celebrada por los países de Argentina, Bolivia, Chile, Colombia, Costa Rica, 
Cuba, Ecuador, El Salvador, España, España, Guatemala, Honduras, México, 
Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Puerto Rico, Dominicana, Uruguay, 
Venezuela el 9 de diciembre de 1948 y respectivamente entrada en vigor el 12 
de enero de 1951. 
De manera relevante, la jurisprudencia latinoamericana ha desarrollado 
algunos de los aspectos claves para la determinación de la existencia 
del dolo específico requerido para el crimen de genocidio. En primer 
término, tal como se resalta en los párrafos que a continuación se 
transcriben, se requiere no sólo que el actor realice la conducta de 
manera intencional, por ejemplo, buscar la muerte de una o más 
personas, sino que además es necesario que tenga la intención 
específica de cometer la conducta buscando la destrucción total o parcial 
de uno o más de los grupos señalados en la descripción típica del 
crimen. Adicionalmente, es importante enfatizar, como lo hace la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación de México, la diferencia entre la 
intención y el motivo10 
 
                                                          
8
Vid. entre otros Antonio CASSESE, Op. cit., supra. n. 65, p. 252.Tomado de “AKAYESU: LA 
PRIMERA CONDENA INTERNACIONAL POR GENOCIDIO”varios autores, Pontificia Universidad 
Javeriana. Bogotá 2005. 
9
Feierstein Daniel (compilador), Terrorismo de Estado y genocidio en América Latina. Prometeo 
libros 2.009. pág.13 
10
Al respecto, en la jurisprudencia internacional también se ha establecido ―la necesidad de 
distinguir la intención 
específica de la motivación. La motivación personal del perpetrador del crimen de genocidio 
puede ser, por ejemplo, la obtención de beneficios económicos personales, o ventajas políticas 
o alguna forma de poder. La existencia de una motivación personal no excluye que el 
perpetrador tenga, también, una intención específica de cometer genocidio‖. TPIY, El Fiscal vs. 
GoranJelisic, Caso No. IT-95-10-A, Sala de Apelaciones, Sentencia de 5 de julio de 2001, párr. 
49 [Traducción no oficial]. Véase también, de manera complementaria: ―Mens rea es el estado 
mental o el grado de culpabilidad en que la persona acusada se encontraba en el momento 
relevante. La motivación es generalmente considerada como aquello que causa que una 
persona actúe. La Sala de Apelaciones ha sostenido que, en lo concerniente a la 
responsabilidad penal en derecho penal internacional, la motivación es generalmente 
irrelevante, pero ‗se torna relevante en la etapa de la sentencia, para mitigarla o agravarla‘‖. 
TPIY, El Fiscal vs. TihomirBlaskic, Caso No. IT-95-14-A, Sala de Apelaciones, Sentencia de 29 
de julio de 2004, párr. 694 [Traducción no oficial]. 
 Consagra que genocidio es: 
 
“(…) se entiende por genocidio cualquiera de los actos mencionados a 
continuación, perpetrados con la intención de destruir, total o 
parcialmente, a un grupo nacional, étnico, racial, o religioso, como tal: 
 
(a) Matanza de miembros del grupo; 
(b) Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del 
grupo; 
(c) Sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que 
hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial; 
(d) Medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno del grupo; 
(e) Traslado por fuerza de niños del grupo a otro grupo.”11 
 
Como por ejemplo la sucedida el ―2 de septiembre de 1998 constituye un hito 
para el derecho penal internacional, en la medida en que el Tribunal Penal 
Internacional para Ruanda interpreta vía jurisprudencial, y por primera vez, el 
crimen establecido cincuenta años atrás en la Convención de Genocidio. 
Además, en la misma fecha y fallo, se condena por. .primera vez este crimen. 
Con este caso, no sólo se lograría procesar a Jean-Paul Akayesu, sino a los 
demás autores de crímenes de genocidio, crímenes que por mucho tiempo 
habían quedado impunes y habían dejado en entredicho la efectividad de la 
respectiva Convención‖12.  
Entre tanto, los intentos de destruir grupos ha sido una parte muy importante de 
la historia humana, como se identificaron por lo general, en todo caso, ya sea 
por una descripción de la acción ("Jinghiz Khan se dedicó a destruir por 
completo la tangut en China en 1226-1233‖) o al subsumir el obrar de acuerdo 
con un concepto muy general, tales como masacres, asesinatos en masa, por 
la espada, la barbarie, o la inhumanidad.  Incluso los intentos de la comunidad 
internacional para desarrollar el derecho humanitario durante los siglos 19 y 20, 
completamente enfocada en los crímenes de guerra y crímenes contra la 
humanidad durante la guerra.  
Diversos tratados de La Haya y las Convenciones de Ginebra, por ejemplo, 
hizo un crimen internacional a los prisioneros de asesinato, 
indiscriminadamente matar o no combatientes objetivo, hundir barcos armados 
de pasajeros, y similares.  Por otra parte, hubo ocasiones en que los estados 
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 aplican la presión o la amenaza de acciones militares en contra de otras 
naciones para detener la masacre de sus nacionales o correligionarios, como 
cuando las grandes potencias europeas en el siglo XIX amenazaron con 
emprender acciones contra el Imperio otomano a causa de las matanzas de 
cristianos.  
Ninguno de los tratados de La Haya o las convenciones de Ginebra se 
menciona el genocidio, las masacres, ni se las potencias trataron de impedir el 
genocidio llamado.  Había una razón simple para ello que fue reconocido por 
Winston Churchill, Primer Ministro de Gran Bretaña.  Durante la Segunda 
Guerra Mundial, cuando el alcance del terrible exterminio nazi de los Judios 
llegó a ser conocido, Churchill reconoció que éste era "un crimen que no tiene 
nombre."  
El jurista Raphael Lemkin, un erudito polaco del derecho internacional, acuñó el 
concepto legal en 1944.  Él huyó de la ocupación alemana de Polonia en 1939 
en Suecia, y al final de la Segunda Guerra Mundial, se trasladó a Nueva York 
para presionar a las Naciones Unidas para una convención internacional de 
genocidio.  Posteriormente, profesor de Derecho de Duke y Yale y fue 
nominado cuatro veces para el Premio Nobel de la Paz.  
En 1933, Lemkin presentó una ponencia en una reunión internacional en 
Madrid en el que se centró en la destrucción histórica de los grupos raciales, 
sociales religiosas u otras.  Hizo un llamamiento para una convención 
internacional que, al igual que contra la esclavitud y la piratería que los 
crímenes internacionales de la destrucción de los grupos, que carece de un 
término mejor, que él llamó "actos de barbarie".  
Él no estaba satisfecho con este término muy amplio, y se llegó a ninguna parte 
en el derecho internacional posterior.  Luego, años más tarde se encontró con 
el uso de Platón de la palabra griega genos de una "raza" o "tribu".  La idea, 
naturalmente, se produjo a Lemkin para agregar el América-cide, que significa 
"asesino" o "acto de matar" en América, como en el homicidio o suicidio.  Así 
nació el "genocidio".  
 A la altura del Holocausto, y con eso en mente, Lemkin escribió su libro de 
1944 en adelante, El régimen del Eje en la Europa ocupada, que fue la primera 
articulación pública de este concepto.  En él se propone la regulación 
internacional de genocidio la "práctica de exterminio de naciones y grupos 
étnicos."  
Lemkin jugado un papel importante en los juicios de Núremberg Tribunal Militar 
Internacional de criminales de guerra nazis.  También presionó a la ONU 
 durante el debate sobre el genocidio, que concluyó con la resolución de la 
Asamblea General que "el genocidio es un delito de derecho internacional que 
el mundo civilizado condena y por la comisión de que los directores y sus 
cómplices son punibles".  
La aplicación legal del término genocidio ocurrió por primera vez en el auto de 
procesamiento de los criminales de guerra nazis en el Tribunal de Núremberg 
1945-1946.  Ellos fueron acusados de "crímenes de guerra" (Tercer Cargo), 
que incluyó el genocidio "deliberada y sistemática; Es decir, el exterminio de 
grupos raciales y nacionales, contra la población civil de ciertos territorios 
ocupados a fin de destruir determinadas razas y clases de personas y grupos 
nacionales, raciales o religiosos, en particular Judíos, polacos y gitanos‖.  A 
raíz de la mencionada resolución de la ONU del genocidio, la cuestión de una 
convención internacional de genocidio se refiere el Consejo Económico y 
Social.  Su debate y deliberación terminó en la UNCG 1948, que entró en vigor 
en 1951, y desde entonces ha sido ratificado por 133 estados.  
La discusión y el debate de la ONU sobre el genocidio y el examen final de su 
definición se centró en los horrores del Holocausto, y para prevenir o castigar a 
futuro como hechos del Holocausto.  Por esta razón, ya que es infundida con la 
memoria de los montones de cadáveres, los hornos de gas, y los hombres 
indefensos, mujeres y niños en las largas colas que se llevaron a los hornos de 
gas o para hacer frente a las ametralladoras, el genocidio ha sido considerado 
como uno de los peores crímenes internacionales.  
La definición de la UNCG de genocidio es la misma Actos de la CPI (a) - (e), 
por encima, a pesar de las aclaraciones y elementos añadidos a la definición 
por el PCICC han ido mucho más para aclarar lo que el crimen en la práctica.  
Por ejemplo, como se ha mencionado, incluso si la acción consiste en una 
persona que es el genocidio y la tortura, la violación y la violencia sexual están 
explícitamente el genocidio si incluye la intención de destruir un grupo indeleble 
en su totalidad o en parte.  
Sólo los Estados podrán ser partes en la UNCG y un tribunal puede celebrar 
juicios por el delito de genocidio (artículo 6) en el estado en que se cometió 
genocidio", o ante la corte penal internacional que sea competente respecto a 
las partes contratantes que han aceptado su jurisdicción. "Sólo las Partes en la 
UNCG pueden iniciar los casos de genocidio, en virtud de la UNCG.  Cuando 
estos casos se dejan a los Estados, la política internacional y nacional juega un 
papel primordial.  Y por esta razón, no ha habido ningún caso de genocidio 
iniciado bajo la UNCG por un Estado Parte, a pesar de que hay muchos casos 
posibles, por ejemplo, Burundi (1972), Camboya, los jemeres rojos (1975-
 1979), Irak (1963 - ), Myanmar (1962 -), Nigeria (1967-70), Rwanda (1994), 
Serbia (1990), Sudán (1956 -), y muchos otros.  Por otra parte, muchos casos 
de genocidio cometidos por no partes, o antes de que se ratificó la UNCG, por 
ejemplo, Angola, China, Congo (Kinshasa), Indonesia, Pakistán, Paraguay, y 
Sierra Leona.  
Con el fin de hacer frente a los casos evidentes de genocidio y crímenes de 
guerra, las Naciones Unidas ha recurrido a la creación de tribunales ad hoc.  
Hasta ahora, sólo dos están en existencia, una del Tribunal Penal Internacional 
para Ruanda (TPIR) por el genocidio de Ruanda de 1994.  Ha tenido éxito en la 
búsqueda de alcalde Jean-Paul Akayesu, el ex primer ministro Jean 
Kambanda, y el empresario y líder de la milicia Omar Serushago, culpable de 
genocidio, entre otros delitos.  Kambanda ha sido declarado culpable de 
genocidio y crímenes contra la humanidad y condenado a cadena perpetua.  
Además, muchos otros altos funcionarios han sido detenidos y están siendo 
juzgados, entre ellos los ex ministros de educación, salud, información, 
relaciones exteriores, administración pública y el comercio y la industria.  Como 
se trataba de un asunto interno nacional, un delito cometido contra su propio 
pueblo durante un conflicto interno, su procesamiento sienta un importante 
precedente para la aplicación del derecho internacional humanitario.  Además, 
muchos estados cooperado con el Tribunal, incluyendo el cumplimiento de 
órdenes de arresto del TPIR, por lo tanto establecer precedentes adicionales.  
El otro tribunal es el Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia (TPIY), 
que fue establecido en 1993 con respecto a violaciones graves del derecho 
humanitario.  Genocidio es uno de los crímenes que tiene la autoridad para 
perseguir.  Siete personas están cumpliendo condenas, y tres han cumplido su 
condena y diez han sido puestos en libertad provisional.  En 1999, el Tribunal 
emitirá una orden para el arresto de Slobodan Milosevic, ex presidente de 
Yugoslavia, y cuatro de sus colaboradores por genocidio y crímenes contra la 
humanidad.  Milosevic está ahora de pie camino ante el Tribunal.  
Las Naciones Unidas también habían hecho intentos de establecer tribunales 
similares para el camboyano genocidio del Khmer Rouge y otros crímenes 
contra la humanidad, y lo mismo para el genocidio y otros crímenes contra la 
humanidad del Frente Revolucionario de Sierra Leona Unidos, entre otros 
grupos, y el genocidio de Indonesia en la antigua Alemania del Este Timor 
(1975 - 98).  Por una razón u otra estos o bien han sido infructuosos o 
parcialmente exitosos, como en el híbrido nacional-internacional Tribunal 
Especial para Sierra Leona.  
 En el futuro las actividades de estos tribunales puede ser doblado en la Corte 
Penal Internacional o la Corte Penal Internacional se dará la competencia 
exclusiva.  En efecto, la UNCG ha sido sustituida por el Estatuto de la CPI.  
Aparte de que sea un crimen, el genocidio es un tema de investigación por los 
científicos sociales y académicos.  Se hacen preguntas tales como a la historia 
del genocidio, sus dinámicas y etapas, y sus condiciones y causas. Si 
queremos erradicar o reducir el genocidio en el mundo, este tipo de 
investigación es esencial. No es suficiente para tratar de impedir el castigo 
legal.  También debemos entender por qué se produce. Sin embargo, la 
definición legal de genocidio en la UNCG y la CPI es demasiado amplio en la 
inclusión de tipos muy diferentes de comportamiento, como el asesinato, el 
daño mental, la prevención de nacimientos, sacar a los niños de un grupo, y así 
sucesivamente.  
Sin embargo, la definición legal también es muy estrecha de otra manera.  No 
incluye la intención de destruir política, económica, y otros grupos no indeleble.  
Matando a gran parte de los gobiernos ha sido para destruir a otros que los 
grupos indeleble.  Ha sido manifiestamente asesinato, y la intención de cometer 
un asesinato es inherente al acto en sí mismo.  Por ejemplo, los soldados de 
fila civiles contra una pared y dispararles a la muerte sin un juicio justo es 
manifiestamente asesinato de gobierno.  Tal ha sido el asesinato masivo de 
rehenes por parte de los nazis, el asesinato de los kulaks durante la campaña 
de colectivización de Stalin en la década de 1930, causando la muerte de Mao 
de "contrarrevolucionarios en la década de 1950 y 60", "la desaparición forzada 
de los izquierdistas por los escuadrones de la muerte en Argentina, Brasil, 
Colombia, El Salvador y Honduras, entre otros, en la década de 1970 y 80, y el 
asesinato masivo de Camboya de los Khmer Rouge oficiales de gobierno del 
ex militares y funcionarios de 1975 a 1979.  
El progreso de nuestro conocimiento del genocidio depende fundamentalmente 
de la claridad y el significado de nuestros conceptos.  Especialmente, estos 
conceptos deben referirse al comportamiento del mundo real y los eventos que 
pueden ser claramente y de forma similar independientemente de la 
discriminación de los observadores y sus prejuicios.  Porque si cualquier área 
de estudios sociales está cargado de prejuicios y predisposiciones, 
seguramente tiene que ver con el quién, por qué, cuándo y cómo el gobierno 
de asesinato.  
Por estas razones, los eruditos genocidio han tratado de desarrollar su propia 
definición de genocidio que mejor se ajustara a su conocimiento del asesinato 
 de dicho gobierno.  A continuación se presentan cuatro definiciones que tienen 
muchos seguidores entre los investigadores.  
 "El genocidio es una forma de asesinato en masa de un solo lado en que 
 un Estado u otra autoridad tiene la intención de destruir a un grupo, 
 como miembro de ese grupo y en ella se definen por el autor."  (Chalk y 
 Frank Jonassohn Kurt)  
  "El genocidio en el sentido genérico es el asesinato en masa de un 
 número considerable de seres humanos, cuando no en el curso de las 
 fuerzas militares de un enemigo declarado, en las condiciones de 
 indefensión e impotencia esencial de las víctimas."  (Israel Charny W.).  
 "El genocidio se sustenta en una acción decidida por un perpetrador de 
destruir físicamente a una colectividad, directa o indirectamente, a través 
de la interdicción de la reproducción biológica y social de los miembros 
del grupo, sostenida, independientemente de la rendición o la falta de 
amenaza ofrecidos por la víctima".  (Helen Fein)  
El "concepto de genocidio se aplica sólo cuando hay una intención de 
actualizarse, sin embargo llevó a cabo con éxito, destruir físicamente a 
un grupo entero (como por ejemplo un grupo se define por los autores)."  
(Steven T. Katz)  
A través de la literatura orientada a la ley y de estudiante, el genocidio se 
define de forma explícita o implícita, de tres maneras.  
A lo largo de la historia de cientos de millones de personas han sido 
asesinadas por sus gobiernos o los gobernantes.  Esto debido a que eran 
odiados, el grupo equivocado étnico, raza, religión o nacionalidad, se puso en 
el camino, se percibe una amenaza o un enemigo, en un capricho, o por 
ninguna razón en absoluto.  Un contable conservador pondría la asesinados 
alrededor de 133 millones, un número cuya magnitud sólo estaba limitado por 
la escasa población del mundo.  Por el contrario, pre-20th siglo de guerra 
muertos pueden haber sido alrededor de 40 millones de dólares; las plagas 
Negro durante el quinto y el siglo 20 podría haber matado a 102 millones.  
 Sólo unos pocos ejemplos tendrá que ser suficiente.  En China, como un 
emperador subió otra, y como una guerra imperial devastó a la población, 
decenas de millones de personas fueron asesinadas.  En la rebelión de Taiping 
(1851 a 1864) por sí sola, más de cuarenta millones fueron asesinados, la gran 
mayoría probablemente asesinado.  Los mongoles, Jinghiz Khan a un asesino 
en particular despiadada entre ellos, devastó una gran parte de Persia, el 
 Medio Oriente, Europa Oriental, Rusia y China, tal vez asesinar a través de los 
siglos 14 y 15 hasta 30 millones de personas (alrededor del 13 por ciento de la 
población mundial de la población).  Luego, por supuesto, no era la esclavitud 
que puede tener en cuenta por el asesinato de cerca de 17 millones de negros 
africanos, y el asesinato de los indios de las Américas, otro más o menos 13 
millones de dólares.  Estos son sólo los ejemplos más notorios, pero luego 
estaban los menos mortales sólo en su menor número de víctimas, como en el 
asesinato de los cristianos por los romanos, las cruzadas cristianas, los 
sacrificios aztecas, la Inquisición española, la caza de brujas, los frecuentes 
pogromos antijudíos en toda Europa, y así sucesivamente.  
En el siglo 20 la población humana se habían multiplicado.  En el momento de 
los mongoles de la población mundial era de unos 400 millones de dólares.  En 
1900 fue alrededor de 1,2 millones de dólares, que se elevó a 6,1 millones a 
mediados de 2001.  Con muchas más personas para matar, los gobiernos 
asesinado a mucha más gente.  En el siglo 20 solo, la cifra probablemente 
supera a todos los asesinados antes, probablemente un increíble 174 millones.  
Posiblemente alrededor de 340 millones de dólares.  Para tener una 
perspectiva sobre este tema, es como si el mundo sufrió una catastrófica 
guerra nuclear en cámara lenta.  El recuento conservador de 174 millones de 
asesinados es cuatro veces el número de muertos en combate en todas las 
guerras nacionales y extranjeros durante el siglo, incluyendo las Guerras 
Mundiales I y II.  Estos muchos cadáveres colocados cabeza a los pies sonaba 
la tierra alrededor de cuatro veces.  
El peor gobierno fue el asesinato de la Unión Soviética, donde Lenin, Stalin y 
su sucesor podría haber matado a alrededor de 62 millones de ciudadanos y 
extranjeros.  A partir de 1923, el Partido Comunista de China bajo Mao Tse-
tung y su successorsmay han representado el 39 millones de chinos.  Los nazis 
de Hitler llevó a cabo el Holocausto contra los Judíos, que todo el mundo 
conoce, pero menos conocido es su otros asesinatos, que incluyendo la 
cantidad Judíos a unos 21 millones de asesinados.  Prácticamente 
desconocido es que el gobierno nacionalista chino, mientras que en el poder 
desde 1928 hasta 1949 por Chiang Kai-shek, asesinaron a unos 10 millones de 
chinos.  Había asesinado a menor gobiernos que, aunque mató a un millón o 
más personas, logró mantener el total de 10 millones de dólares.  Sólo para 
nombrar, con los años y millones aproximados asesinado en paréntesis: Japón 
(1937-45: 6), Camboya los jemeres rojos (1975-79, 2), Turquía (1909 hasta 
1918: 1,9), Vietnam (1.945-87: 1,7), Corea del Norte (1948 a 2002: más de 2), 
Polonia (1945-48: 1,6), Pakistán (desde 1958 hasta 1987: 1,5), México (1900 a 
1920: 1,4), Rusia (1900 a 1917: 1,1), y Yugoslavia con Tito (1944-87:1).  Más 
de un centenar de otros gobiernos asesinado su participación en las decenas o 
 cientos de miles de personas en este baño de sangre del siglo 20.  Todo esto 
está matando ahora sería un delito con arreglo a la CPI,  
¿Cuánto de esto es el delito de genocidio, sin embargo?  Los casos que más 
claramente se esos delitos son el Holocausto costando 5-6 millones Judíos 
asesinados, por supuesto.  Tanto los Tribunales de la ONU para Ruanda (en 
general acerca de, 500 a 750.000 tutsis muertos en 1994) y Yugoslavia (unos 
25.000-100.000 asesinados en Bosnia-Herzegovina) han encontrado que el 
genocidio se había producido y han impuesto un castigo.  Algunos casos 
importantes, la forma o se acercan, con asesinados entre paréntesis) son los 
asesinatos en masa 1909-23 de armenios, griegos y otros cristianos por el 
régimen turco (alrededor de 2,1 millones de armenios y los griegos 347 000), 
Camboya del Khmer Rouge de 1975 - 79 asesinatos de los monjes budistas, 
Camboya Vietnam-, musulmanes y otras minorías (541.000); 1904-1907 
asesinato alemana de los hereros, los hotentotes, y Berg-Damaras de Namibia 
(72.000), 1967-87 asesinato de hutus de Burundi (150.000), asesinato de la 
Segunda Guerra Mundial de Croacia de los serbios y los Judíos (655.000), 
1966-88 Irak asesinato de kurdos y chiítas en el sur (más de 100.000).  
Si utilizamos la definición común de genocidio, entonces hay muchos más 
casos, que sumados a los que se ajustan a la definición legal, puede ascender 
a alrededor de ochenta millones asesinados por los gobiernos.  Algunos de los 
principales casos que por Stalin obligó a 1932-1933 la hambruna en Ucrania 
que mató a cerca de 5 millones de dólares; Comunista de China el asesinato 
de 375.000 tibetanos, los musulmanes Sinkiang, y otras minorías; 1971 West 
de Pakistán, el asesinato en masa de más de un millón de bengalíes y los 
hindúes en el este de Pakistán (actual Bangladesh), 1965 Indonesia asesinato 
en masa de 509.000 comunistas y los asesinatos de origen chino y 1975-1998 
de más de 150.000 en Timor Oriental, el asesinato continuo de Sudán desde 
1955 de los cristianos del sur y Negro, que ya suman más de 1 millón de 
muertos, y en todo el mundo asesinatos en masa de decenas de millones de 
indígenas y nativos colonial.  
Los científicos sociales y estudiosos en general han organizado su 
comprensión de genocidio en términos de la estructura política en la que se 
lleva a cabo, el contexto en que ocurre el genocidio, los motivos del autor, la 
naturaleza de las víctimas, y las etapas por las que pasa el genocidio.  
Se desprende de la investigación empírica e histórica que democidio, incluido 
el genocidio (por definir), son aspectos de los sistemas totalitarios, y en menor 
medida de otros autoritarios. El grado en que la gente no está 
democráticamente aumenta sin la posibilidad de algún tipo de genocidio 
 nacional o democidio, como en la totalitaria Unión Soviética de Stalin, la 
Alemania de Hitler, y la China de Mao comunista o China fascista de Chiang 
Kai-shek, la España de Franco, y Miklos Almirante Horthy Hungría, o de Irak 
Saddam Hussein, la Uganda de Idi Amin, y Turquía, Mustafa Kemal Ataturk.  
Los gobiernos que cometen genocidio prácticamente no nacionales, u otras 
campañas del gobierno nacional asesinato o exterminio, son las democracias 
modernas, que reconocen las libertades civiles y derechos políticos.  Para 
predecir donde el genocidio es probable que ocurra, primer vistazo a los 
gobiernos totalitarios, y junto a los autoritarios. 
Lo que las instituciones políticas de un gobierno, la posibilidad de genocidio 
aumenta bruscamente cuando se está involucrado en guerras internacionales o 
nacionales.  El Holocausto es un claro ejemplo.  No fue el asesinato en masa 
de judíos antes de 1939, pero no como una política de gobierno para asesinar 
a todos los judíos o dondequiera que se quedó bajo control alemán.  Que la 
política no llegó a existir hasta que Alemania estaba ya en la Segunda Guerra 
Mundial.  Lo mismo ocurre con el asesinato masivo de armenios por los 
jóvenes del gobierno turco.  Durante la Primera Guerra Mundial, la alianza de 
los turcos con Alemania y la invasión rusa del este de Turquía presentó los 
Jóvenes Turcos, con el pretexto de purificar Turquía de los armenios y los 
cristianos de una vez por todas.  Lo mismo ocurre con la deportación de Stalin 
de las minorías étnicas / nacionales, como los alemanes, griegos, mesjetios, 
tártaros, ucranianos, y otros durante la Segunda Guerra Mundial que causaron 
la muerte de alrededor de 750.000 de ellos.  Tal vez un millón o más fueron 
asesinados por lo tanto durante la Revolución Mexicana 1910 hasta 20.  Y 
otros ejemplos de genocidio que se está ejecutando durante las incursiones 
militares, guerras civiles, o la lucha por la independencia son los genocidios por 
Angola, Birmania, Chile, ambos Congos, Colombia, El Salvador, Indonesia, 
Irán, Irán, Líbano, Myanmar, Nigeria, Rwanda , Sudán, Siria, Yugoslavia 
(Serbia y Croacia), y así sucesivamente para muchos otros.  La guerra siempre 
ha sido una excusa, la cubierta, o un estímulo para el genocidio y asesinato en 
masa. 
Se ha hecho bastante investigación sobre por qué un autor que quiere destruir 
a un grupo o, si no destruir al grupo como tal, asesinar gente, debido a su 
pertenencia al grupo.  Los motivos son a menudo complejas y entrelazadas, 
pero por lo general se puede sacar la mezcla entre un motivo importante.  
Un tal motivo es de destruir a un grupo que se percibe como una amenaza para 
el poder dominante.  Como, por ejemplo, fue la década de 1970 las elecciones 
parlamentarias en Pakistán, que mostró el poder político de Pakistán Oriental y 
amenazó el control sobre ella por el Pakistán Occidental, y el poder del 
gobierno militar.  De este modo, tomó militarmente Pakistán Oriental y asesinó 
 a más de un millón de líderes bengalí, intelectuales, profesionales, y los 
hindúes los que los militares fueron capaces de capturar.  
 Tal fue el caso también de la fuerte resistencia de los campesinos ucranianos 
a programa de Stalin de colectivización en 1931-32, junto con la amenaza del 
nacionalismo ucraniano para el control comunista.  Así que, cuando lo que 
habría sido una hambruna leve afectó a la región en 1932, Stalin magnificó el 
hambre muchas veces mediante la incautación de alimentos y sus fuentes 
(ganado, animales domésticos, semillas de granos, disparando pájaros en los 
árboles, etc) y el boicot a la importación de alimentos a Ucrania.  Incluso los 
visitantes a Ucrania fueron allanados y los alimentos les quita antes de entrar 
en la República Soviética.  Cerca de 5 millones de ucranianos murieron de 
hambre hasta la muerte.  
 Y tal fue el caso cuando el gobierno hutu de Ruanda mayoría se comprometió 
a asesinar a todos los tutsis a su alcance en el momento en que había 
disturbios como resultado de una mayor incursión de 1.991 tutsis del Frente 
Patriótico Ruandés expatriados en la parte norte del país.  
 Un segundo motivo es profundamente emocional y consiste en la destrucción 
de los que son odiados, despreciados, o por el contrario son envidiados o 
resentido.  El genocidio de los Judios en la historia y, en particular, el 
Holocausto era fundamentalmente un acto de odio religioso y étnico se mezcla 
con la envidia y el resentimiento por sus logros económico desproporcionado y 
profesional.  Lo mismo ocurre con el genocidio de los armenios en Turquía, 
1915-1918, donde los armenios gozado de tanta riqueza y estatus profesional 
más allá de sus números, pero también se odiaba a los cristianos en una 
sociedad musulmana.  
 Un tercer motivo por el genocidio es la búsqueda de una transformación 
ideológica de la sociedad.  Tales han sido los genocidios y democidios llevada 
a cabo por las sociedades comunistas, por ejemplo, donde aquellos que se 
resisten o se percibe que los enemigos de la ideología son asesinados, como 
los terratenientes, los kulaks, los nacionalistas, "derechistas" y 
"contrarrevolucionarios".  
 Un cuarto motivo es la purificación, o el intento de eliminar de la sociedad 
percibe creencias extranjero, culturas, usos, y los grupos étnicos.  La "limpieza 
étnica", "eliminación de residuos", o "profilaxis", son términos para ello.  
Ejemplos de ello son el intento sistemático de Mao Tse-tung y Stalin para 
eliminar los incrédulos de sus sociedades comunistas, el intento de hacer lo 
mismo por el cristianismo durante la Edad Media, la eliminación de los grupos 
cristianos y musulmanes "blasfemos" en muchos países islámicos actuales, 
tales como en Irán y Arabia Saudita, la limpieza étnica que los serbios se 
 practica en Bosnia-Herzegovina en la década de 1990, y la guerra que las 
autoridades de Myanmar (Birmania) militares han estado llevando a cabo 
contra los karen y otros grupos étnicos.  
 Y un quinto motivo es que la ganancia económica.  Por lo tanto, rapaz 
potencias coloniales o individuos (como de Bélgica del rey Leopoldo, quien 
personalmente propiedad del Estado Libre del Congo), decenas de masas 
asesinado de millones de personas en sus colonias, que puso en el camino, se 
resistió a la violación de la riqueza de la colonia, o trabajaban hasta la muerte, 
y de manera similar para el asesinato en masa de los indígenas en las 
Américas, que continúa hasta nuestros días.  Y así, muchos millones de 
personas fueron asesinadas por lo que en el proceso de captura, transporte y 
mantenimiento de la esclavitud. 
Luego están las etapas por las que las causas y las condiciones para 
desarrollar el genocidio y poco a poco terminan en genocidio manifiesto, 
elaborado por Gregory H. Stanton.  Suponiendo que el gobierno es autoritario o 
totalitario, estas etapas son las siguientes.  
1. Clasificación: La gente está escrito, categorizados y clasificados en 
diferentes grupos, como los blancos, negros, asiáticos, o en los cristianos y 
los judíos, o en los comunistas, izquierdistas, derechistas. 
2. Simbolización: Diferentes grupos se les da nombres, como el chino, Judíos, 
hindúes, o marxistas "ropa especial, (como un turbante), los alimentos 
ingeridos (como el arroz), las características físicas (como la nariz larga), o 
el comportamiento (como inescrutables) pueden convertirse en formas de 
estereotipos los miembros del grupo de clasificación y simbolización son 
comunes a todas las sociedades y al mismo tiempo necesaria para el 
genocidio que se produzca, no pronostican que será;. o que las próximas 
etapas seguirá.  
3. Deshumanización: Miembros de los grupos de fuera son deshumanizados, 
como en llamarlos simios, monos, cucarachas, parásitos, ratas, insectos, y 
otros similares.  De esta manera, los miembros del grupo de fuera se hacen 
aparecer claramente fuera de "nuestro" universo moral.  Como los parásitos 
y los miembros de tales, por el grupo de fuera han sido despojados de la 
moral en el grupo de protección contra el exterminio.  
4. Organización: Los funcionarios, simpatizantes de grupos líderes e 
intelectuales se organizan para reprimir, asesinar a miembros de grupo, o 
en su totalidad destruir al grupo deshumanizado.  Las armas son apilados o 
entregados, las milicias, las fuerzas de seguridad o militares son 
seleccionados y entrenados, los planes preliminares se hacen.  
 5. Polarización: Las autoridades, los extremistas, los propagandistas, 
demagogos o emprender una campaña sistemática para maximizar la 
distancia social, psicológica y moral entre "nosotros" y "ellos".  En esta 
etapa, los intelectuales y los líderes moderados son silenciados ya sea 
mediante la intimidación, palizas, detenciones y asesinatos por completo.  
6. Preparación: Todo está listo para el genocidio y el último paso es marcar los 
que se murieron.  Pueden ser obligados a llevar la identificación de la ropa, 
los símbolos en su ropa, o ser segregados en ghettos.  Listas de las 
personas a morir puede estar preparado para matar a los escuadrones, y el 
grupo de fuera puede ser sistemáticamente privados por la ley y las redadas 
de armas de cualquier tipo de armas.  Aquellos que pueden liderar la 
resistencia al genocidio, como los hombres jóvenes, puede ser reclutado en 
el ejército y separados para su posterior ejecución, o simplemente 
encarcelados.  
7. Genocidio: Por cualquier motivo, la decisión final para atacar y destruir a 
aquellos en el grupo de fuera, o de destruir al grupo como tal.  Puede estar 
justificado como una campaña justa para exterminar insectos o limpiar la 
suciedad de la sociedad, para recuperar la grandeza de la antigua raza o 
salvar la nación, a los errores del pasado venganza, y así sucesivamente. 
8. Negación: La etapa final es la negación del agresor de su genocidio.  
Destruyen o esconder la evidencia oficiales pertinentes, quemar los 
cuerpos, tumbas sin dejar, o inventar un racional razonable para el 
asesinato ("estaban en rebelión", "fueron asesinados durante la guerra 
civil", o "ayudantes fueron a nuestros enemigos.‖).  Por otra parte, los 
autores pueden acosar a los que afirman que el genocidio ocurrido.  La más 
coherente y de largo alcance la negación oficial de hoy es que el gobierno 
turco de que el asesinato de más de un millón de armenios durante la 
Primera Guerra Mundial fue un genocidio.  De acuerdo con los turcos, 
murieron como resultado de una guerra civil, una invasión por parte de 
Rusia, y el intento del gobierno de los Jóvenes Turcos para deportar a los 
armenios hostiles potenciales y reales a una parte diferente del país para su 










GENOCIDIO POLITICO EN EL ESTADO COLOMBIANO 
 
El genocidio político se puede definir en términos generales como ―la 
combinación de actos de criminalidad, persecución y hostigamiento tendientes 
a provocar la eliminación total o parcial de un grupo opositor‖.13 
La doctrina jurídica ha demostrado un avance importante, relacionado con la 
aplicación del tipo penal genocidio en el siguiente sentido 
 
(…) la Convención para la prevención y la represión del crimen de 
genocidio (1948) estipula que solamente se podrá hablar de esta clase 
de crímenes cuando la acción de destrucción esté dirigida contra grupos 
de carácter nacional, étnico, racial o religioso. Sin embargo, el debate 
contemporáneo en el terreno de la doctrina del derecho, y de las 
ciencias sociales encargadas del estudio de esta forma de violencia 
extrema, tiende a fortalecer la convicción de que no existen razones 
válidas, ni desde un punto de vista jurídico ni ético, para que las 
masacres globales cometidas contra colectividades que se identifican 
por sus ideas políticas no sean incluidas en esta definición. En 1985, el 
informe del relator especial para la cuestión del genocidio, B. Whitaker, 
reconoció la necesidad de que otros grupos (sociales, sexuales, 
políticos) sean incluidos a través de la ampliación del campo de 
aplicación de la Convención (…)14. 
 
                                                          
13
 CEPEDA CASTRO, Ivan. “El genocidio político”. Documento publicado el 02 de junio de 2003 por el 
Equipo Nizkor y Derechos Human Rights. Disponible en internet: 
http://www.derechos.org/nizkor/arg/doc/memo1.html  
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 Ibíd.  
 Esta ampliación del tipo penal obedece en gran medida a que se ha ―señala 
como el elemento más decisivo para determinar si hubo genocidio, la 
intención15 
―A su vez, la Corte recuerda que el Estado colombiano, en desarrollo de 
tratados ratificados, ha aceptado formalmente la competencia de organismos 
internacionales de control y supervisión en derechos humanos, como la 
Comisión Interamericana, la Corte Interamericana o el Comité de Derechos 
Humanos de Naciones Unidas‖16. 
La Ley 599 de julio 24 del año 2000 por la cual se expide el Código Penal, libro 
segundo, parte especial, de los delitos en particular, título I, delitos contra la 
vida y la integridad personal, capítulo primero, del genocidio 
Artículo 101. Genocidio. El que con el propósito de destruir total o 
parcialmente un grupo nacional, étnico, racial, religioso o político, por razón de 
su pertenencia al mismo, ocasionare la muerte de sus miembros, incurrirá en 
prisión de treinta (30) a cuarenta (40) años; en multa de dos mil (2.000) a diez 
mil (10.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes y en interdicción de 
derechos y funciones públicas de quince (15) a veinte (20) años. 
La pena será de prisión de diez (10) a veinticinco (25) años, la multa de mil 
(1.000) a diez mil (10.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes y la 
interdicción de derechos y funciones públicas de cinco (5) a quince (15) años 
cuando con el mismo propósito se cometiere cualquiera de los siguientes actos: 
1. Lesión grave a la integridad física o mental de miembros del grupo. 
2. Embarazo forzado. 
3. Sometimiento de miembros del grupo a condiciones de existencia que 
hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial. 
4. Tomar medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo. 
     5. Traslado por la fuerza de niños del grupo a otro grupo. 
 
                                                          
15
 La Comisión de Derecho Internacional, a través del cuarto informe del Relator Especial para el 
Proyecto de Código de Crímenes contra la Paz y la Seguridad de la Humanidad (Doc. A/CN.4/398, de 11 
de marzo de 1986)  
16
 Ibídem.  
  Convenios de la Haya de 1899 y 1907, y cuya finalidad tradicional ha 
sido regular la conducción de las hostilidades y los medios legítimos de 
combate 
 Convención para la prevención y sanción del delito de Genocidio, 
adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 9 de 
diciembre de 1948, la cual entró en vigor el 12 de enero de 1951 y fué 
aprobada por el Estado Colombiano mediante la Ley 28 de 1959. 
  Es igualmente pertinente citar al respecto la Convención sobre la 
Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de 
Lesa Humanidad de noviembre de 1.968 
 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, suscrito el 21 de 
diciembre de 1966, aprobado por Ley 74 de 1968 y ratificado el 29 de 
octubre de 1969.  
 Convención sobre Prevención y Represión del Terrorismo que tuvo lugar 
en Washington en febrero de 1.971, la Resolución adoptada al respecto 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas del 18 de diciembre de 
1.972 
 Convención Americana de Derechos Humanos, suscrita el 22 de 
noviembre de 1969, aprobada por Ley 16 de 1972, y ratificada el 31 de 
julio de 1973 
 Resolución 3074 de la Asamblea General de las Naciones Unidas de 
diciembre de 1.973, sobre los Principios de Cooperación Internacional 
de la Identificación, Detención, Extradición y Castigo de los culpables de 
Crímenes de Guerra o de Crímenes de Lesa Humanidad 
 Convención contra la tortura y otros tratos crueles, inhumanos y 
degradantes, suscrita el 10 de abril de 1985, aprobada por la Ley 70 de 
1986, y ratificada el 8 de diciembre de 1987 
 Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional del 17 de julio de 1998 
 Convención Interamericana para prevenir y sancionar la tortura, 
aprobada el 28 de octubre de 1997 por Ley 408, pendiente de 
ratificación 
La Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio, define 
este crimen así: “... se entiende por genocidio cualquiera de los actos 
mencionados a continuación, perpetrados con la intención de destruir, total o 
parcialmente, a un grupo nacional, étnico, racial o religioso, como tal: 
 a. Matanza de miembros del grupo; 
b. Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo;  
c. Sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan 
de acarrear su destrucción física, total o parcial; 
d. Medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno del grupo;  
e. Traslado por fuerza de niños del grupo a otro grupo‖. (Art. II). El Artículo III 
establece que: “Serán castigados los actos siguientes:  i. El genocidio; ii. La 
asociación para cometer el genocidio; iii. La instigación directa y pública a 
cometer genocidio; iv. La tentativa de genocidio; v.  La complicidad en el 
genocidio”. 
La Comisión de Derecho Internacional, a través del cuarto informe del Relator 
Especial para el Proyecto de Código de Crímenes contra la Paz y la Seguridad 
de la Humanidad (Doc. A/CN.4/398, de 11 de marzo de 1986) señala como el 
elemento más decisivo para determinar si hubo genocidio, la intención: 
―Si el genocidio se considera desde el punto de vista del número de víctimas, la 
cuestión es determinar la diferencia entre el genocidio y los demás actos 
inhumanos. A juicio de algunos autores, no existe diferencia entre el genocidio 
y los demás crímenes contra la humanidad. Según Stefan Glaser, ―aparece 
indudable que la intención de los autores tanto de la Convención sobre el 
genocidio como del proyecto de código era la de reconocer como consumado 
el genocidio aún en el caso en que el acto (homicidio, etc) hubiere sido 
cometido respecto de un solo miembro de un grupo determinado, con la 
intención de destruirlo ―total o parcialmente‖. A su juicio, ―lo que es decisivo 
para la noción de genocidio es la intención‖. 
Igual concepto emite el Secretario General en su Carta al Presidente del 
Consejo de Seguridad, al trasmitirle las conclusiones de la Comisión de 
Expertos, el 24 de mayo de 1994 (Doc. S/1994/674, mayo 27 1994): 
―Lo que hace que los crímenes de los asesinatos en masa y los crímenes de 
lesa humanidad constituyan genocidio es el elemento de la intención de 
destruir total o parcialmente a un grupo determinado. Para constituir genocidio 
conforme a las disposiciones de la Convención, los crímenes contra un número 
de personas deben estar dirigidos a su colectividad o a esas personas en su 
carácter o capacidad colectiva. Ello puede deducirse de las palabras ―como tal‖ 
que aparecen en el artículo II de la Convención. En la mayoría de los países, 
los códigos penales no consideran que el elemento constitutivo subjetivo o 
mental de un crimen sea el motivo sino la intención.‖ (o.c. párr. 97) 
Para la Comisión de Derecho Internacional, si bien el artículo VI de la 
Convención restringe la competencia para juzgar el genocidio a los tribunales 
 del Estado en cuyo territorio se cometió el crimen, o a un tribunal penal 
internacional, sin embargo “el genocidio (es) un crimen de derecho 
internacional respecto del cual (ya) existía jurisdicción universal según el 
derecho consuetudinario”. Por eso la versión final del proyecto de código 
extiende la competencia de los tribunales nacionales respecto del crimen de 
genocidio enunciado en el artículo 17. (Informe de la Comisión de Derecho 
Internacional - 48 º período de sesiones - Doc. Suplemento No. 10 (A/51/10), 
1996, comentario al Artículo 8 del proyecto de código). 
Para despejar dudas sobre las posibles interpretaciones del elemento 
intencional discriminatorio del genocidio: ―grupo nacional, étnico, racial o 
religioso‖, el cuarto informe del Relator Especial para el Proyecto de Código 
aporta la interpretación más autorizada: 
―Es claro que estos conceptos, aunque convergentes hasta cierto punto, no 
coinciden exactamente (...) Un grupo nacional abarca con frecuencia diversos 
grupos étnicos (...) El concepto de nación no coincide con el grupo étnico y se 
caracteriza por la voluntad de vivir en común, un ideal común, un objetivo 
común e inspiraciones comunes. (...) El vínculo étnico posee en mayor grado 
un carácter cultural, se funda en los valores de civilización, y se caracteriza por 
un estilo de vida, un modo de pensar, una concepción común de la vida y de 
las cosas; el grupo étnico se basa más profundamente en una cosmogonía. (...) 
Por el contrario el elemento racial se refiere más típicamente a características 
físicas comunes‖ (o.c. párr. 58) 
Para el caso de Colombia las conductas y hechos que claramente han 
configurado la práctica sistemática del Genocidio durante muchas décadas 
tienen como elemento discriminatorio el elemento nacional.  
Las modalidades de genocidio que definen y tipifican esas conductas y hechos 
se concretan así: 
ACTOS PERPETRADOS CON LA INTENCION DE DESTRUIR 
PARCIALMENTE UN GRUPO NACIONAL, MEDIANTE MATANZAS DE 
MIEMBROS DEL GRUPO, LESIONES GRAVES A LA INTEGRIDAD FISICA Y 
MENTAL DE LOS MIEMBROS DEL GRUPO Y SOMETIMIENTO 
INTENCIONAL DEL GRUPO A CONDICIONES DE EXISTENCIA QUE 
LLEVAN A ACARREAR SU DESTRUCCION FISICA PARCIAL. 
El sujeto pasivo de los actos de genocidio aquí contemplados, en cuanto grupo 
nacional: 
 Si lo que caracteriza, pues, a un grupo nacional son ideales, objetivos e 
inspiraciones comunes que desarrollan una voluntad de vivir en común, el más 
concreto acceso a una nacionalidad es la indagación por el orden jurídico que 
define esos ideales y objetivos comunes y que se erige como instancia 
operativa de los mismos, y como punto de referencia de la población que se 
identifica en una misma nacionalidad. 
En efecto, de acuerdo con la Constitución Política de Colombia, la nacionalidad 
no puede determinarse por el nacimiento en un territorio, pues está abierta a 
extranjeros (art. 96 y 100), ni por la permanencia actual en un territorio, pues 
está abierta a etnias fronterizas que trascienden el territorio legal (art. 96), ni 
por una unidad lingüística, pues hay lenguas indígenas oficiales en sus 
territorios (art.10), ni por uniformidad étnica, pues es una nación multiétnica y 
multicultural (art. 7). 
La identidad nacional hay que buscarla entonces en el orden jurídico al que se 
acogen los asociados en nación, en cuanto expresión de unos ideales, 
objetivos e inspiraciones comunes que motivan a vivir en común. La misma 
Constitución Política es la que traza esos ideales, objetivos e inspiraciones, a 
través de muchos de sus artículos. Allí se dibuja una república democrática, 
participativa y pluralista, fundada en el respeto a la dignidad humana, en el 
trabajo, en la solidaridad y en la prevalencia del interés general (art.1); donde la 
soberanía reside en el pueblo de donde dimana el poder público (art.3); donde 
el Estado reconoce, sin discriminaciones, la primacía de los derechos 
individuales de la persona (art. 5) y la diversidad étnica y cultural (art.7); donde 
se goza del derecho inviolable a la vida y la integridad (art. 11 y 12); donde 
todos son iguales ante la ley y tienen los mismos derechos, libertades y 
oportunidades (art. 13); donde toda persona goza del derecho a su intimidad 
personal y familiar y a su buen nombre (art.15), así como a las libertades de 
conciencia (art.18), de culto (art.19), de expresión y difusión de sus opiniones 
(art. 20) de presentar peticiones a las autoridades y obtener respuestas (art. 
23), de libre circulación por el territorio y fuera de él (art. 24); donde no se 
permiten las detenciones arbitrarias (art. 28) y es imperativo el debido proceso 
y la presunción de inocencia (art.29) y hay recursos expeditos contra las 
arbitrariedades (art. 30); donde se respetan los derechos de reunión y 
manifestaciones colectivas (art.37), de libre asociación (art.38), de 
sindicalización (art. 39), de participación política (art. 40), de fundar partidos 
(art. 107), de ejercer oposición política (art. 112),de oportunidad de trabajo, 
remuneración vital, capacitación profesional, huelga y formas asociativas de 
propiedad ( art. 53 a 58), de vivienda digna (art. 50), de educación (art. 67); 
donde el Estado debe velar por la protección de la familia (art. 42), garantizar la 
no discriminación de la mujer (art. 43) y proteger a los sectores débiles de la 
 sociedad (art. 43 a 47); donde la actividad económica está supeditada al bien 
común y sujeta a una acción racionalizadora del Estado para mejorar la calidad 
de vida y la distribución equitativa de los bienes (art. 333 a 336); donde están 
proscritos los monopolios (art.336); donde las ramas del poder público son 
independientes (art. 113) y donde las autoridades están instituidas para 
proteger a todos los asociados en su vida, honra, bienes, creencias, derechos y 
libertades (art. 2). 
Sin embargo, la voluntad de vivir en común regidos por esos ideales, objetivos 
e inspiraciones, o sea la nacionalidad, tiene en sí misma un germen de 
fractura o escisión, no fundamentado principalmente en su incapacidad de 
crear cohesión teórica, sino en su incapacidad de traducirse en la práctica o en 
la vida cotidiana de la población. Esta contradicción es la que ha dado 
nacimiento, desde los años sesenta, a organizaciones insurgentes que 
propenden por otra traducción práctica de la nacionalidad. 
A medida que se ha desarrollado la insurgencia y, por ende, el conflicto 
armado, se han desarrollado simultáneamente facciones, reales o hipotéticas, 
efectivas o afectivas, fundadas o infundadas, en torno a un ideal nacional o a 
una idea de nación, haciendo de la nacionalidad algo escindido en diversos 
grupos nacionales en conflicto. Pero no solo la insurgencia ha contribuido a ello 
sino en igual o mayor medida la “contrainsurgencia”. Esta última se define por 
el conjunto de políticas y estrategias de los aparatos del Estado para 
contrarrestar la insurgencia, y que para el efecto diseña una interpretación 
discriminatoria de la población, rotulándola como “amiga” o “enemiga” según su 
presunta posición en torno a los ideales nacionales en conflicto, con el fin de 
someter al “enemigo interno” mediante estrategias de fuerza. 
Tales grupos nacionales no se identifican por ninguna estructura orgánica, de 
la misma forma que compartir rasgos raciales, tradiciones étnicas o 
convicciones religiosas no implica hacer parte de estructuras organizativas o 
militantes, como requisito para poder ser blanco de actos de genocidio. 
Además, el elemento discriminatorio “nacional” , que identifica personas o 
poblaciones enteras como constituyentes de un ideal nacional en conflicto, 
frecuentemente se encuentra solamente en la mente del sujeto activo del 
genocidio, sin correspondencia alguna con la realidad, pero con capacidad 
suficiente de producir y activar la intención genocida, o sea, de “destrucción 
total o parcial de los supuestos grupos nacionales”. 
 
La estrategia contrainsurgente del Estado colombiano, durante varias décadas, 
ha incorporado el objetivo genocida de grupos nacionales, como destrucción 
 total o parcial de grupos de población alineados [-real o hipotéticamente, 
efectiva o afectivamente, fundada o infundadamente-] en contra del modelo 
práctico de nacionalidad con el cual se identifican los agentes del Estado y las 
capas e instituciones más poderosas del conglomerado social. 
 
El acceso a dicha estrategia contrainsurgente puede darse por dos vías 
complementarias: a) por declaraciones repetitivas de miembros de la alta 
jerarquía militar, que han ido configurando una doctrina contrainsurgente , y 
b) por el estudio de los manuales de contrainsurgencia de las fuerzas 
armadas del Estado, que dan acceso a la guía práctica o funcionamiento 
operativo de la contrainsurgencia. Por ambas vías se descubre el diseño 
mental de la población civil (que tiene algún tipo de contacto, físico o 
ideológico, real o imaginario, con la insurgencia armada), como blanco u 
objetivo prioritario de la acción contrainsurgente del Estado, bajo el supuesto 
de que cumple para con la insurgencia la misma función que el agua cumple 
para con el pez: la de ser su medio vital. El símil de “quitarle el agua al pez”, 
objetivo el más valorado de la estrategia contrainsurgente, se ha traducido 
durante varias décadas en Colombia, en el genocidio de grupos nacionales, así 
como en acciones sistemáticas de exterminio y de persecución, que se 
concretan en masacres, asesinatos, desapariciones forzadas, torturas, actos de 
terrorismo, bombardeos, traslados forzosos y arbitrarios de poblaciones, 
destrucción de viviendas y cultivos, violaciones carnales, controles rigurosos de 
la vida familiar y social de aldeas y pueblos, negación de los derechos a la 
intimidad, al desplazamiento por el territorio, a la libertad de conciencia, de 
opinión, de comunicación y de expresión; negación del derecho al reclamo y a 
la protesta; sometimiento a formas de “lavado cerebral” mediante técnicas de 
propaganda y comunicación minuciosamente diseñadas en los manuales, y 
sometimiento de las poblaciones a la presencia aterrorizante de los grupos 
paramilitares, brazo clandestino del Ejército, que se amparan en un cierto 
anonimato y carácter civil y extralegal para perpetrar los crímenes más 
horrendos, evadiendo las formas de control y sanción legales. 
Los actos de genocidio más comunes en Colombia, hacen parte de esta 
estrategia contrainsurgente del Estado colombiano (…).17 
Colombia vive desde hace varias décadas una crisis profunda de derechos 
humanos, solo recientemente reconocida por los organismos inter-estatales y 
por muchas otras instancias internacionales. 
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 La circunstancia de que esta realidad esté atravesada por un conflicto armado 
interno, fruto de esa misma situación, hace que las estadísticas, las lecturas de 
la realidad y las propuestas de solución a la crisis, estén siempre, al menos en 
alguna medida, influenciadas por las posiciones que se asumen frente a un 
conflicto que hoy día tiene desgarrada y polarizada a toda la sociedad. 
Dentro de un elevado record de muertes violentas que bordea los 80 casos 
anuales por cada cien mil habitantes, las muertes violentas y desapariciones 
forzadas más estrechamente relacionadas con el conflicto social y político 
tuvieron un promedio de 3.300 casos anuales en la década que va de 1988 a 
1997, de acuerdo a lo registrado en un Banco de Datos de dos instituciones en 
las cuales he trabajado, y donde se ha tenido clara conciencia de que un 
elevado número de casos queda fuera de registro, dada la cantidad de 
regiones en las cuales múltiples dificultades han impedido el recaudo de datos. 
Los últimos años, en lugar de un descenso en las cifras, revelan preocupantes 
incrementos. En el año 2000 fueron perpetradas más de dos mil ejecuciones 
extrajudiciales, 450 desapariciones forzadas, 2250 asesinatos por móviles 
políticos cuyos autores, al menos genéricos, no han sido aún identificados y 
1800 muertes en el curso de enfrentamientos armados. Así, pues, más de 6000 
vidas humanas fueron violentamente destruidas en el año 2000, en estrecha 
relación con el conflicto socio-político. No cuento aquí, por supuesto, los casos 
de delincuencia común, ni de otras formas de violencia que tienen una relación 
más mediada o indirecta con el conflicto socio-político. 
En la medida en que esta tragedia ha ido involucrando a más capas de la 
sociedad, se han ido multiplicando las organizaciones que ensayan lecturas de 
la misma con miras a detener de alguna manera el baño de sangre. 
Seguramente muchos de los presentes se han familiarizado ya con una u otra 
de las múltiples interpretaciones y estrategias de paz para Colombia que hoy 
día se disputan la solidaridad internacional. 
Hay lecturas ingenuas; hay lecturas institucionales; hay lecturas que evitan 
intencionalmente enfrentar factores socio-económicos y políticos, como ciertas 
leyes del mercado mundial y formas de heterodeterminación política de los 
pueblos, a las que no se soporta que sea atribuido ningún grado de culpa en 
los conflictos armados. 
He querido llamar la atención sobre esta pluralidad de lecturas y estrategias, 
porque estoy convencido de que entender la tragedia humanitaria de Colombia 
no es fácil. Hay quienes la presentan como un mero subproducto del conflicto 
armado que nos afecta desde hace más de tres décadas, durante las cuales se 
han desarrollado movimientos insurgentes que no han cesado de crecer y de 
 radicalizarse. Hay quienes la presentan como un conflicto tri-partito, donde dos 
polos armados de signos contrarios y simétricamente perversos se ensañan 
contra la población civil ante la mirada impotente de un Estado legítimo pero 
débil que no logra contenerlos. Hay quienes la presentan como un subproducto 
de la empresa de los narcóticos, que habría potenciado las finanzas de 
estructuras armadas de izquierda y de derecha, exacerbando una disputa 
territorial entre las mismas. 
Mientras otros países latinoamericanos vivieron crisis humanitarias profundas 
en los años setentas y ochentas, acompañadas de brutales baños de sangre, 
en la mayoría de ellos esto tuvo una expresión institucional en las dictaduras 
militares de ―Seguridad Nacional‖, expresión que concentró la barbarie en 
períodos más restringidos. Entre tanto Colombia entró en el juego con otra 
apariencia y otro ritmo, aunque con unos mismos propósitos: mantener 
intocables los mecanismos de dominación económica, política y cultural. 
Estas características peculiares influyen sin duda en la selección de marcos de 
lectura de la tragedia, que hacen de puente entre la realidad y las categorías 
del Derecho Internacional. En efecto, para hablar de Genocidio hay necesidad 
de identificar al sujeto activo y al sujeto pasivo del crimen, y esto no puede 
hacerse sin discernir lo que está en juego en el conflicto y los marcos teóricos y 
prácticos dentro de los cuales el sujeto activo lee, estigmatiza y destruye al 
sujeto pasivo. 
El baño de sangre que afecta a Colombia podría leerse, en términos gruesos y 
poco rigurosos, como un genocidio, o como una confluencia un poco caótica de 
prácticas genocidas. Sin embargo, esta calificación dejaría en un mar de 
ambigüedades los perfiles del sujeto activo y del sujeto pasivo del crimen. 
En estos pocos minutos yo quisiera avanzar grandes líneas de un análisis más 
específico de la práctica del Genocidio en Colombia, a la luz del Derecho 
Internacional Convencional y de la jurisprudencia emanada de la Comisión de 
Derecho Internacional de las Naciones Unidas. 
Nuestra afirmación central es ésta: 
Ciertas líneas permanentes de la estrategia política del Estado colombiano 
durante los últimos 40 años, han creado un marco ideológico, político e 
institucional generador de prácticas genocidas del Estado. 
Cuando determinados agentes del Estado, identificados con esos principios y 
amparados en los mecanismos institucionales de acción, omisión e impunidad, 
arraigados y afianzados en la misma tradición del Estado, han diseñado y 
 ejecutado estrategias represivas contra determinadas franjas de la población 
civil, se ha tipificado perfectamente el crimen de Genocidio. 
Esto ha ocurrido numerosas veces en Colombia durante los últimos 40 años. 
La Convención de 1948 define la esencia del Genocidio como la voluntad de 
destruir, total o parcialmente, un grupo humano. La Declaración de la Asamblea 
General del 11 de diciembre de 1946 incluía, en la descripción del Genocidio, 
como sujetos pasivos, a ―grupos raciales, religiosos o políticos‖, a manera de 
ejemplo. La Convención del 48 englobó a las colectividades humanas que 
podían ser sujeto pasivo de este crimen, en grupos ―nacionales, étnicos, 
raciales y religiosos‖ (art. 2). 
Me parece importante destacar la interpretación que hace sobre el elemento 
decisivo del Genocidio el Relator Especial para el Proyecto de Código de 
Crímenes contra la Paz y la Seguridad de la Humanidad, en su IV Informe, de 
marzo de 1986. Allí afirma: ―Si el genocidio se considera desde el punto de 
vista del número de víctimas, la cuestión es determinar la diferencia entre el 
genocidio y los demás actos inhumanos. A juicio de algunos autores, no existe 
diferencia entre el genocidio y los demás crímenes contra la humanidad. Según 
Stephan Glaser, ―aparece indudable que la intención de los autores tanto de la 
Convención sobre el Genocidio como del Proyecto de Código era la de 
reconocer como consumado el Genocidio aún en el caso en que el acto 
(homicidio, etc.) hubiere sido cometido respecto de un solo miembro de un 
grupo determinado, con la intención de destruirlo ―total o parcialmente‖. A su 
juicio, ―lo decisivo para la noción de Genocidio es la intención‖. (Doc. 
A/CN.4/398, 11 de marzo de 1986). 
Igual concepto emite el Secretario General de la ONU en su carta al Presidente 
del Consejo de Seguridad del 24 de mayo de 1994 (Doc. S/1994/674, mayo 27 
de 1994): ―Lo que hace que los crímenes de asesinatos en masa y los 
crímenes de lesa humanidad constituyan Genocidio es el elemento de la 
intención de destruir total o parcialmente a un grupo determinado. Para 
constituir Genocidio conforme a las disposiciones de la Convención, los 
crímenes contra un número de personas deben estar dirigidos a su colectividad 
o a esas personas en su carácter o capacidad colectiva. Ello puede deducirse 
de las palabras ―como tal‖ que aparecen en el artículo II de la Convención.‖ 
(parr. 97) 
También es importante preguntarse cómo se entiende la especificidad de los 
grupos humanos que pueden ser sujetos pasivos del crimen de Genocidio 
según la Convención. El Relator Especial para el Proyecto de Código de 
Crímenes contra la Paz y la Seguridad de la Humanidad, en el mismo IV 
 Informe ya citado, afirma: ―Es claro que estos conceptos, aunque convergentes 
hasta cierto punto, no coincidan exactamente (...) Un grupo nacional abarca 
con frecuencia diversos grupos étnicos (...) El concepto de nación no coincide 
con el grupo étnico y se caracteriza por la voluntad de vivir en común, un ideal 
común, un objetivo común e inspiraciones comunes (...) El vínculo étnico posee 
en mayor grado un carácter cultural, se funda en los valores de la civilización, y 
se caracteriza por un estilo de vida, un modo de pensar, una concepción 
común de la vida y de las cosas; el grupo étnico se basa más profundamente 
en una cosmogonía. (...) Por el contrario, el elemento racial se refiere más 
típicamente a características físicas comunes‖ (o.c. parr. 58). 
Si lo que caracteriza, pues, a un grupo nacional, son ―ideales, objetivos e 
inspiraciones comunes que desarrollan una voluntad de vivir en común‖, hay 
que preguntarse en qué ámbito se definen estas características. Creo que no 
habría duda en responder que es en el ámbito político-jurídico. 
Las Constituciones Nacionales definen los perfiles de la nacionalidad al trazar 
el marco de relaciones entre los ciudadanos y el Estado; al definir los derechos 
y deberes de los ciudadanos y de los funcionarios; unas estructuras para el 
manejo de los recursos comunes y unas normas reguladores de la vida en 
común. Pero en la medida en que esas estructuras, marcos y normas, no sean 
aceptables para el conjunto de los cobijados por una misma Constitución 
nacional, o en la medida en que dicho marco institucional solo exprese y 
favorezca los intereses de algunos de ellos, o en la medida en que exista un 
abismo entre su formulación jurídica y su aplicación práctica, surgen, 
legítimamente, grupos que propenden por una expresión alternativa de la 
nacionalidad. Así, entonces, la nacionalidad se escinde en diversos GRUPOS 
NACIONALES. 
Un grupo nacional no exige, para poder existir como tal, una estructura 
organizativa, como la exige un partido político, así como tampoco la exige un 
grupo racial, o étnico, o religioso. Basta compartir o identificarse en unos 
ideales, objetivos e inspiraciones comunes referidos a la vida en común como 
nación. 
Un grupo nacional, finalmente, puede ser sujeto pasivo de Genocidio, ya sea 
cuando su identidad es construida desde las víctimas, mediante una real 
convergencia en ideales, objetivos e inspiraciones comunes para la vida como 
nación, ya sea cuando su identidad es construida desde los victimarios, 
suponiendo que determinadas franjas de la población representan ideales 
alternativos de vida en sociedad, a los que se pretende impedir su vigencia y 
desarrollo destruyendo la vida de quienes supuestamente la sustentan. 
 Con estas premisas jurisprudenciales, quiero referirme a lo que he llamado el 
marco generador de prácticas genocidas en el Estado colombiano. 
Algunos documentos desclasificados del Pentágono que datan de 1962 
evidencian que los Estados Unidos trazaron una estrategia represiva para 
Colombia, que fue aceptada e implementada por el Estado colombiano a través 
de las cuatro últimas décadas, centrada en la censura y exterminio de maneras 
de pensar que cuestionaran el modelo de economía y las estructuras políticas 
vigentes. En esos mismos documentos se impuso una estrategia paramilitar, 
consistente en la vinculación de poblaciones civiles como auxiliares en las 
actividades de la fuerza armada del Estado, así como prácticas represivas 
universalmente proscritas, tales como la tortura y la negación de garantías 
judiciales. 
Numerosos instrumentos que sirven a esta estrategia han sido detectados a lo 
largo de estas cuatro décadas. Algunos han tratado de asumir formas legales; 
otros han mantenido una clandestinidad corporativa, como el conjunto de 
Manuales de Contrainsurgencia que han regido las prácticas represivas del 
Estado durante todas estas décadas y que por diversos medios han llegado a 
conocimiento de organizaciones cívicas. 
En todos estos instrumentos se reconoce que la insurgencia armada hunde sus 
raíces en la falta de respuesta del Estado a las necesidades básicas de la 
población y, seguramente por ello, se asume como blanco principal de las 
estrategias de contrainsurgencia a la población civil que rodea, ya sea física o 
ideológicamente, a los focos de insurgencia. El conjunto de los manuales de 
contrainsurgencia considera que todas esas poblaciones deben ser objeto de 
intensivas estrategias de ―inteligencia‖, con el fin de detectar sus maneras de 
pensar, sus simpatías políticas, sus liderazgos y sus vulnerabilidades 
psicológicas; que deben ser sometidas a una estrategia de ―guerra psicológica‖ 
descrita allí minuciosamente; a hostigamientos permanentes que no reparen en 
la brutalidad de los medios, con la convicción de que los sufrimientos inflijidos a 
la población civil redundarán en la pérdida de oxígeno o de ámbito vital para la 
insurgencia, que se nutre del rechazo al modelo vigente de nacionalidad. El 
manual de contrainsurgencia de 1979 le asigna explícitamente a toda 
operación de guerra psicológica el objetivo de ―crear unidad nacional‖ (pg. 176) 
Pero estas prácticas también se han amparado en una doctrina más pública, la 
cual puede detectarse en numerosos discursos y escritos de las jerarquías 
castrenses. En una apretada síntesis de esa doctrina, se podría decir que su 
eje consiste en estigmatizar todas las actividades y estructuras organizativas 
 de los sectores inconformes de la sociedad, como ―fachadas‖, o ―brazos 
desarmados‖, o ―idiotas útiles‖ de la subversión armada. 
Este es, en sus grandes líneas, el marco institucional generador de prácticas 
genocidas. 
Cuando en determinados momentos de este período, o en determinadas 
regiones de Colombia, se han llevado a cabo procesos de exterminio de 
poblaciones civiles, mediante masacres, ejecuciones sistemáticas, 
desapariciones forzadas, bombardeos, desplazamientos masivos, amenazas y 
difusión de formas de terror colectivo que hacen inviable la persistencia de 
comunidades humanas, gracias a la combinación de la acción u omisión de 
agentes formales del Estado con la acción de sus agentes clandestinos, nos 
encontramos ante eventos en los cuales se pone en acción ese marco 
institucional generador de prácticas genocidas. Allí se tipifican los casos 
concretos de Genocidio. 
Los perfiles del sujeto pasivo ayudan, en la mayoría de los casos, a 
individualizar los actos concretos de Genocidio. Se han dado procesos de 
destrucción de fuerzas políticas de oposición en su casi totalidad; se han dado 
casos de destrucción de organizaciones sindicales, indígenas, campesinas, 
cívicas y humanitarias, mediante el asesinato selectivo de sus dirigentes y el 
terror sembrado de manera general en su militancia; se han dado casos de 
destrucción de comunidades geográficamente cercanas a asentamientos 
insurgentes, que no se suman a las fuerzas estatales y paraestatales para 
combatirlos; se han dado casos de destrucción de grupos cívicos que canalizan 
protestas sociales y de grupos humanitarios que denuncian los horrores de la 
fuerza pública oficial o clandestina. 
Para terminar, quisiera llamar la atención sobre una realidad que toca más a la 
investigación de las prácticas genocidas y, en general, de los crímenes de lesa 
humanidad. No es posible investigar el Genocidio si no se logra penetrar con 
cierta audacia a través de las capas de niebla que tratan de encubrirlo. Es 
necesario comprender la paradoja de que el genocidio se ha vuelto 
proporcionalmente más factible en la medida en que sus agentes directos e 
indirectos, sus cómplices, facilitadores y tolerantes, lo censuren con palabras y 
con formalidades legales de cara a la comunidad nacional e internacional. Su 
sustento probatorio no hay que buscarlo, pues, en órdenes escritas ni en 
instrumentos legales o discursos oficiales, ni en testimonios judiciales 
confeccionados con numerosos ingredientes de terror. Este principio 
hermenéutico lo expresó magistralmente Eduardo Galeano así: 
 ―La historia latinoamericana es, desde hace cinco siglos, una historia del 
continuo desencuentro entre la realidad y las palabras. La verdad del mundo 
colonial latinoamericano no está en las enjundiosas y numerosas Leyes de 
Indias, sino en el cadalso y la picota, clavados al centro de cada plaza mayor. 
Después, la independencia de nuestros países no redujo la distancia entre la 
vida y la ficción jurídica. Al contrario, multiplicó esa distancia en extensión y en 
profundidad, hasta llegar al ancho y hondo abismo que en nuestros días se 
abre entre la realidad oficial y la realidad real. La realidad oficial sirve hoy, tanto 
o más que ayer, a la necesidad de exorcismo de la realidad real"18. 
La Unión Patriótica surgió como una convergencia de fuerzas políticas a raíz 
del proceso de negociación adelantado a mediados de la década de 1980 entre 
el gobierno del presidente Belisario Betancur y el estado mayor de las Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia, FARC. En 1984, y como fruto de esos 
diálogos, las partes pactaron varios compromisos sellados con la firma de los 
llamados ―Acuerdos de La Uribe‖. En ellos se estipuló el surgimiento de un 
movimiento de oposición como mecanismo para permitir que la guerrilla se 
incorporara paulatinamente a la vida legal del país. Las condiciones que 
permitirían ese tránsito a la legalidad consistían en un compromiso oficial para 
garantizar plenamente los derechos políticos a los integrantes de la nueva 
formación, y la realización de una serie de reformas democráticas para el pleno 
ejercicio de las libertades civiles.  
Desde sus mismos inicios la Unión Patriótica fue sometida a toda clase de 
hostigamientos y atentados19. En 1984, se presentaron los primeros asesinatos 
y ―desapariciones‖ forzadas. Tras las agresiones se percibía la actuación de 
agentes estatales o de integrantes de grupos paramilitares. Las constantes 
violaciones a los acuerdos firmados, hicieron que se rompieran las 
negociaciones entre el Gobierno y la guerrilla. Los miembros de la nueva 
coalición quedaron en una situación de alto riesgo, pues al ser acusados 
abiertamente de ser portavoces de la insurgencia armada, los organismos 
estatales no les brindaron ninguna protección efectiva. Así comenzó un 
proceso de exterminio que se ha prolongado por más de 20 años.  
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 Tres rasgos centrales configuran la especificidad de esta persecución 
sistemática. En primer lugar, la intencionalidad de los autores de la cadena de 
acciones criminales ha sido acabar con el grupo político, o al menos, expulsar 
de la vida pública a sus sobrevivientes y a las bases sociales que han resistido 
la ola de violencia. Por esta circunstancia, los familiares de las víctimas directas 
y los sobrevivientes del movimiento han reclamado que el caso sea tipificado 
como un genocidio por razones políticas. En segunda instancia, es notorio que 
se trata de un proceso de exterminio de una fuerza política legal en condiciones 
de un Estado considerado democrático y en el que se supone la existencia de 
una institucionalidad ajustada a las normas del derecho. La perpetración del 
genocidio en sí misma pone en duda tal condición democrática, y cuestiona 
seriamente esa institucionalidad toda vez que las modalidades de persecución 
utilizadas han conjugado tanto formas legales --a través de disposiciones de 
carácter jurídico y administrativo-- como medidas ilegales --―guerra sucia‖, 
operaciones encubiertas, campañas de estigmatización oficial, acción 
paramilitar, etc.--. En tercer lugar, cabe destacar que los graves hechos de 
persecución se han llevado a cabo durante un prolongado período que abarca 
dos décadas y seis gobiernos de diferente filiación política, lo que demuestra 
que la intencionalidad persecutoria ha perdurado en el tiempo, y ha tenido unas 
consecuencias determinadas para el grupo político y para la convivencia social 
en Colombia.  
A pesar de múltiples obstáculos, en la actualidad la sociedad colombiana 
comienza a reconocer paulatinamente que se ha librado, y se sigue librando, 
una guerra sin cuartel contra los miembros de la UP. Dicho reconocimiento no 
es un hecho dado. En las últimas dos décadas se ha negado constantemente 
que los miles de homicidios y ―desapariciones‖ tengan naturaleza sistemática. 
Por efectos de la justificación o de la explicación oficial de los hechos, así como 
de su tratamiento mediático, ha primado la convicción de que lo ocurrido con la 
UP es una infortunada conjunción de eventos inconexos: acción delincuencial 
del narcotráfico o venganzas de particulares por ataques de la guerrilla20.  
El problema hoy no radica entonces en que se oculte que ha ocurrido un 
exterminio; el debate consiste más bien en demostrar cuál es su verdadera 
naturaleza. O en otras palabras, la cuestión del reconocimiento social e 
internacional radica en que se admita que ha sido perpetrado un genocidio con 
móviles ideológicos. La dificultad de este reconocimiento estriba, entre otros 
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agresión contra la UP sería el resultado de un ―fuego cruzado‖ de las partes del conflicto armado 
colombiano (p. 290). Por su parte el historiador David Bushnell en su obra Colombia, una nación a pesar 
de sí misma, (1996), habla de una ―vendetta de los narcotraficantes contra la UP‖ para explicar esta 
cadena de crímenes políticos (pp. 353, 361 y 362).  
 factores, en que desde el punto de vista del derecho internacional la definición 
del crimen de genocidio no incluye a los grupos políticos (Como se sabe, la 
Convención para la prevención y la represión del crimen de genocidio (1948) 
consagra que solamente se podrá hablar de esta clase de crímenes cuando la 
acción de destrucción esté dirigida contra grupos de carácter nacional, étnico, 
racial o religioso. Sin embargo, el debate contemporáneo en el terreno de la 
doctrina del derecho internacional, y de las ciencias sociales encargadas del 
estudio de esta forma de violencia extrema, tiende a fortalecer la convicción de 
que es necesario ampliar el campo de aplicación del concepto de genocidio).  
¿Cómo puede demostrarse el carácter sistemático e intencional de la 
destrucción de la UP? ¿Qué esfuerzos de documentación de la verdad jurídica 




CAPITULO 3  
 
GENOCIDIO POLÍTICO APLICADO A CASOS CONCRETOS 
 
Elizabeth Lira plantea que ―el olvido y la memoria forman parte de las 
experiencias cotidianas de cualquier ser humano. Han sido temas para 
filósofos, psicólogos, biólogos, y diferentes científicos que han intentado 
escudriñar cómo funciona el cerebro humano o qué funciones cumplen la 
memoria y el olvido en la historia y en la política‖21 Por esta razón la memoria 
individual y colectiva, y su interrelación, cada vez con más afianzamiento 
adquieren una mayor posición como unidad analítica en estudios de ciencias 
humanas y sociales, por ende en historia política, porque existe entre ellas una 
simbiosis que permite y registra el intercambio entre memoria viva individual y 
memoria pública colectiva. 
 
Igualmente cabe citar que no importa en qué momento ocurran dichos actos, ya 
sean cometidos en tiempo de paz o en tiempo de guerra; no importa cuán alto 
en la autoridad los cometa, podrá ser acusado, juzgado y sancionado por el 
Tribunal Penal Internacional (CPI).Por lo que los países se comprometen 
aprevenir y a sancionar cualquier hecho que se constituya como genocidio.  
Hay una serie de cosas a destacar en estos actos.  
i. El autor no es necesariamente el gobierno del estado o sus fuerzas 
armadas, pero puede ser una organización internacional, tales como 
mantenimiento de la paz de la ONU una, la OTAN, o de una organización 
terrorista o de la guerrilla, entre otros.  
ii. Independientemente de en qué autoridad se hace el genocidio, que se 
formula, planificado y llevado a cabo por individuos, y son los individuos que 
la CPI juzgar por el delito de genocidio.  A diferencia de la Corte 
Internacional de Justicia que sólo resuelve las controversias entre Estados, 
la CPI es un tribunal penal que procesar a los responsables, emitir órdenes 
internacionales de detención, juzgar y sancionar a ellos.  Esto se hace 
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 explícito en el artículo 27: "El presente Estatuto será aplicable por igual a 
todas las personas sin distinción de carácter oficial, en particular, el cargo 
oficial como jefe de Estado o de Gobierno, un miembro de un gobierno o 
parlamento, representante elegido o de un gobierno oficial será en ningún 
caso la eximirá de responsabilidad penal en virtud de este estatuto, ni que, 
en sí misma, constituye un motivo de reducción de la pena. "  
iii. La intención del autor (objetivo, meta, objetivo) es crítica.  De acuerdo con 
el Informe de la Comisión Preparatoria de la Corte Penal Internacional 
(PCICC), la CPI podrá deducir como de "conducta haya tenido lugar en el 
contexto de una pauta manifiesta de conducta similar dirigida contra ese 
grupo o conducta que pueda por sí misma causar esa destrucción "(Artículo 
6 bis), incluyendo" los actos iníciales de un patrón emergente "(artículo 6) 
Introducción.  
iv. La limitación de genocidio sólo a los grupos nacionales, étnicos, raciales o 
religiosos a los grupos que uno nace.  Estos pueden ser llamados grupos 
indeleble. En el caso de un grupo religioso, mientras que uno puede optar 
por dejar a un grupo religioso como un adulto, que rara vez se hace y uno 
puede, sin embargo siguen siendo identificado con el grupo religioso, en 
virtud de las características físicas, como para los judíos.  El crimen de 
genocidio no se aplica a la intención de destruir política, grupos ideológicos, 
económicos, militares, profesionales o de otro tipo.  Por lo tanto, el 
asesinato en masa de quizá un millón o más "seguidores del camino 
capitalista", "derechistas", y los contrarrevolucionarios durante la 
Revolución Cultural China (1966-69) no sería un genocidio.  Tampoco el 
asesinato sistemático de decenas de miles de comunistas y los 
izquierdistas por los escuadrones de la muerte en América Latina durante la 
década de 1960 a 80.  Lo racional da a menudo la exclusión de estos 
grupos es que uno se une o se convierte en un miembro de ellos como una 
cuestión de elección, y la naturaleza y la pertenencia a estos grupos no es 
tan clara como lo es para los grupos indeleble.  
v. En la definición de genocidio, el término "como tal" es importante.  Esto 
significa que los grupos definidos por la intención explícita son objeto de 
destrucción, y la destrucción no es un resultado no intencionado, 
subproducto, o derrame de la intención de alcanzar alguna meta, como en 
las operaciones defensivas o ataques contra objetivos militares durante una 
guerra o rebelión.  
vi. También es crítica la palabra "destruir".  Los actos que se llevan a cabo con 
esta intención se definen cuidadosamente en (a) a (e) anterior.  Se 
excluyen los intentos, por ejemplo, para eliminar un grupo indeleble de un 
territorio por la limpieza étnica (lo que implica su traslado forzoso o 
forzado), o la destrucción de la cultura de un grupo, como por la educación 
forzada de sus hijos en un idioma diferente y las costumbres.  Mientras que 
 la "cultura" no se menciona en los artículos del Estatuto de la CPI y el 
informe de la PCICC, y bien puede ser incluida como la jurisprudencia del 
genocidio se desarrolla, la "limpieza étnica" parece ser un crimen contra la 
humanidad en el Estatuto.  En el artículo 7.1.d, es ilegal deportar a la fuerza 
de la transferencia de una población.  
vii. "En su totalidad o en parte" significa que no hay límite inferior para el 
número de personas en las que estos actos pueden ser cometidos.  Que es 
un genocidio, incluso cualquiera de los actos (a) - (e) se encuentran en una 
persona con la intención de describir.  
viii. El genocidio es por lo general cree que se trata del asesinato de los 
miembros del grupo indeleble.  Pero el crimen no lo hace.  Hechos (b) - (e) 
que el genocidio claro también puede implicar la intención de destruir un 
grupo por otro medio que matar a uno o más de sus miembros.  
ix. En el acto (b) "grave daño corporal o mental" puede incluir los actos de 
tortura, violación, esclavitud sexual, el apartheid, o de otros tratos 
inhumanos o degradantes. (PCICC, pies y 3) Que estos actos inhumanos, 
entre otros, fueron incluidos explícitamente en el Estatuto de la CPI es un 
avance importante en el derecho criminal genocidio.  
x. Ley (c) "las condiciones de vida" puede incluir "la privación deliberada de 
los recursos indispensables para la supervivencia, como alimentos o 
servicios médicos, o la expulsión sistemática de los hogares."  (Pies 
PCICC4) 
xi. El término "fuerza" en la Ley (e), "no se limita a la fuerza física, sino que 
puede incluir la amenaza de fuerza o coerción, como la causada por el 
temor a la violencia, la intimidación, la detención, la opresión psicológica o 
el abuso de poder , o aprovechando un entorno coercitivo "(pies PCICC 5).  
xii. Por último, debe tenerse en cuenta que hay muchos otros delitos que no 
entran en la definición del delito de genocidio que también son objeto de 
enjuiciamiento por la CPI.  Según el artículo 7 como son el asesinato 
sistemático de exterminio de civiles, esclavitud, tortura, violación, embarazo 
forzado, la persecución política, y desapariciones forzadas.22 
Sin embargo, el genocidio practicado contra el movimiento político colombiano 
Unión Patriótica (UP) se inscribe en el proceso de exterminio de fuerzas 
políticas de oposición en el mundo. Se trata de un caso paradigmático de 
aniquilación de los miembros y líderes de un grupo en razón de sus 
convicciones ideológicas, así como de la persecución de sus simpatizantes y la 
destrucción de su entorno social.  
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 Ciertamente, éste no es el único caso de criminalidad masiva que se ha 
practicado en Colombia contra grupos y movimientos de oposición, e incluso 
contra los partidos políticos que han ejercido tradicionalmente el poder.  
La supresión violenta de los adversarios ideológicos ha operado continuamente 
en la historia contemporánea del país, y ha impedido el surgimiento de 
opciones pluralistas y de una participación realmente democrática (Algunas 
investigaciones elaboradas desde las organizaciones de derechos humanos y 
las asociaciones de víctimas se aproximan a un diagnóstico de estos 
fenómenos de violencia sociopolítica.  
El Proyecto Colombia Nunca Más, por ejemplo, ha logrado alimentar una base 
de datos en la cual hoy están documentados 41.400 casos de violaciones a los 
derechos humanos en Colombia perpetrados por agentes estatales desde el 
año 1966 hasta el año 1998. En esa investigación se ha logrado determinar 
regionalmente cómo se ha producido la persecución a movimientos sociales, 
grupos políticos y sindicales, pueblos indígenas y afro-descendientes). 
Además, se han ido definiendo las pautas y métodos empleados para la 
destrucción de estas organizaciones y colectividades}. No obstante, lo sucedido 
con la UP y el Partido Comunista Colombiano --su componente mayoritario-- 
tiene rasgos sobresalientes y específicos.  
En este caso, diversos esfuerzos de esclarecimiento histórico y judicial han 
sido emprendidos por los familiares de las víctimas directas, los sobrevivientes 
del movimiento y las organizaciones de derechos humanos. Algunos de tales 
esfuerzos han comenzado a dar frutos legales y jurídicos, otros han incidido en 
la opinión pública, y en la percepción colectiva sobre este crimen masivo.  
Después de un largo proceso de cabildeo parlamentario, realizado por los 
familiares de las víctimas y los sobrevivientes del grupo político, se logró que el 
Código Penal colombiano reconozca la figura de genocidio por móviles 
políticos; crimen atroz que este compendio normativo define como ―destruir 
total o parcialmente un grupo por razones políticas‖ y ocasionar la muerte a sus 
miembros por ―razón de su pertenencia al mismo‖ (Hasta ahora, solo otro país 
reconoce esta definición en América Latina. El Código Penal de Costa Rica 
(artículo 375) señala que el genocidio se realiza por ―razón de creencia 
religiosa o política‖.).  
En el campo de la justicia penal, disciplinaria y civil, algunas pocas decisiones 
de los tribunales nacionales han sancionado la responsabilidad de servidores 
públicos o de dependencias estatales por acción u omisión en casos de 
ataques contra miembros de la UP. En esas sentencias judiciales se aprecian 
elementos que indican la existencia de pautas de persecución utilizadas para la 
 eliminación de los líderes o afiliados de la colectividad política. 
Lamentablemente, dichos fallos constituyen excepciones que confirman la 
impunidad generalizada en que se encuentra este genocidio.  
En el terreno internacional, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH) admitió el caso colectivo No. 11.227, que presentaron la dirección 
nacional de la UP, la Corporación Reiniciar y la Comisión Colombiana de 
Juristas. En su informe de admisión (No. 5 del 12 de marzo de 1997)23 la CIDH 
señaló: ―Los hechos alegados por los peticionarios exponen una situación que 
comparte muchas características con el fenómeno de genocidio y se podría 
entender que sí lo constituyen, interpretando este término de conformidad con 
su uso corriente‖. Y agregó que, los peticionarios han presentado argumentos 
que procuran establecer una práctica de asesinatos políticos en masa y la 
persecución extrema de los miembros de la Unión Patriótica con la intención de 
eliminar físicamente al partido y de diluir su fuerza política. Los peticionarios 
anexaron a su petición una lista de 1.163 miembros de la Unión Patriótica que 
fueron ejecutados extrajudicialmente entre 1985 y 1993. Presentaron, 
asimismo, una lista de 123 personas que fueron desaparecidas por la fuerza, 
otra de 43 personas que sobrevivieron atentados de asesinato y de 225 
personas que recibieron amenazas durante el mismo período (parágrafos 24 y 
25).  
En desarrollo del procedimiento ante la Comisión Interamericana, el Estado y 
los peticionarios comenzaron a explorar los pasos preliminares conducentes a 
una eventual solución amistosa. En marzo de 2000, suscribieron un acuerdo 
para propender por el esclarecimiento de los hechos y la realización de los 
derechos a la verdad, la justicia y la reparación integral.  
Por medio de ese acuerdo se conformó un grupo de trabajo para avanzar hacia 
una salida amistosa. No obstante, a comienzos de julio de 2006, se rompió el 
proceso de búsqueda de dicha salida pues, según los peticionarios del caso, 
durante el gobierno del presidente Uribe Vélez continuaron las violaciones y 
amenazas contra la agrupación política, y además el Gobierno alentó la 
persecución contra sus miembros (―El Gobierno no sólo se sustrajo de su 
obligación de protección sino que, además, alentó nuevos hostigamientos. 
Muestra de esa actitud son los señalamientos del presidente Uribe contra los 
comunistas, y la cuña de la campaña reeleccionista que lanzaba fuertes 
acusaciones contra la UP‖. ―No hubo voluntad política ni compromiso serio del 
Gobierno en el caso Unión Patriótica‖, declaración pública de la Corporación 
Reiniciar y la Comisión Colombiana de Juristas, 4 de julio de 2006). 
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 De otra parte, por sus circunstancias particulares, algunos otros casos de la UP 
se llevan ante la CIDH en forma individual. Así ocurre, por ejemplo, con el del 
asesinato del senador de la República Manuel Cepeda Vargas (caso No. 
12.531)24 que involucra la participación conjunta de miembros del Ejército 
Nacional de diverso rango, y de jefes y miembros de grupos paramilitares en el 
homicidio de quien fue el último congresista elegido por la Unión Patriótica. 
Igualmente, en febrero de 1994, la Comisión Interamericana elaboró su informe 
final en el caso No. 10.473 por el homicidio contra el alcalde de la UP en el 
municipio de Sabana de Torres, Álvaro Garcés Parra25. En dicho informe se 
declara que Colombia no cumplió con obligaciones contenidas en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, tales como salvaguardar el 
derecho a la vida, y brindar garantías y protección judiciales.  
Estos avances preliminares son una base sólida para avanzar en el 
esclarecimiento y la justicia. Sin embargo, son apenas el comienzo. Además, 
de la cuestión prioritaria de detener el genocidio que continúa cometiéndose 
contra los sobrevivientes del movimiento, se requiere finalizar la documentación 
de los miles de casos y demostrar con precisión el carácter sistemático del 
conjunto de hechos, o en otras palabras, la responsabilidad de agentes e 
instituciones estatales en la autoría y ejecución del genocidio, así como en la 
omisión de garantías políticas y judiciales a los integrantes del movimiento y 
sus familiares.  
En el caso de la persecución contra la Unión Patriótica y el Partido Comunista 
Colombiano aún es difícil determinar las dimensiones reales del impacto de la 
violencia ejercida. De una parte, el universo de víctimas es, como se acaba de 
afirmar, todavía provisional. De otra parte, los esfuerzos de documentación y 
esclarecimiento se realizan bajo condiciones de hostigamiento, y en zonas en 
las que los miembros de la organización política han tenido que optar por el 
silencio y renunciar a cualquier figuración pública. 
A pesar de ello, existen algunos datos que permiten cuantificar la magnitud del 
genocidio. Según los líderes del grupo político, el saldo de los actos atroces 
perpetrados en su contra hasta hoy se aproxima a las 5.000 personas 
asesinadas, ―desaparecidas‖ y torturadas, entre quienes se cuentan dos 
candidatos a la presidencia, ocho congresistas, cientos de alcaldes y 
concejales, y miles de activistas locales. De ese mismo cuadro hacen parte 
detenciones masivas y arbitrarias contra los miembros sobrevivientes del 
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 movimiento, poblaciones desplazadas de sus zonas de influencia, decenas de 
atentados dinamiteros contra sus oficinas y familias enteras exiliadas (Lozano 
2002, iii-iv).  
El mal causado a la influencia política del movimiento de oposición se evidencia 
en el comportamiento de sus resultados electorales. En las primeras elecciones 
que participó, en 1986, obtuvo más de 320.000 votos que le permitieron 
obtener una significativa representación parlamentaria y más de 350 concejales 
en todo el país. Hacia finales de la década de 1980, la UP se convirtió en una 
fuerza con opción de poder nacional, y su candidato a la presidencia, Bernardo 
Jaramillo Ossa --quien fue asesinado durante la campaña electoral de 1990-- 
figuraba en las encuestas como uno de los favoritos con una intención de voto 
que superaba el millón de sufragios. En 2002, después de haber pasado por 
las fases más intensivas del genocidio, la UP obtuvo menos de 50.000 votos. 
En lo que se refiere al daño infringido a las estructuras organizativas del 
movimiento, basta señalar que a su primer congreso nacional asistieron 
representantes de 2.229 juntas patrióticas de todo el país; núcleos locales que 
hoy han desaparecido por efectos de la persecución.  
El hecho de que esta criminalidad masiva no ha acontecido de manera caótica 
o inconexa, y que por el contrario ha tenido un orden y unas modalidades 
precisas de ejecución, puede ser sustentado por la periodización que a 
continuación se propone.  
La definición de las etapas del genocidio muestra, entre otras cosas, que su 
ejecución ha coincidido con momentos estratégicos de la vida política y 
económica del país, y que en tales coyunturas se ha intensificado la 
criminalidad contra el movimiento como consecuencia de sus posiciones. 
También muestra que las graves violaciones a los derechos de los miembros 
del grupo han sido consumadas en razón de su pertenencia al mismo, y que las 
etapas del genocidio corresponden a la denuncia acerca de la existencia de 
planes de exterminio elaborados por las fuerzas militares. 
Encontrar la lógica que ha tenido esta acción criminal masiva permite resaltar 
su intencionalidad subyacente --indicando qué tipo de móviles la han 
provocado--, y explicar mejor cuáles han sido sus repercusiones para la 
sociedad.  
Desde esta perspectiva, entonces, pueden identificarse cuatro grandes 
momentos del genocidio, separados por hechos que los delimitan claramente.  
 Como se dijo, el Partido Comunista Colombiano (PCC) es la formación 
mayoritaria dentro de la composición de la UP. Desde hace décadas se 
practica una feroz represión contra sus militantes y líderes, que en la historia 
más reciente se remonta a finales de la década de 1940. El hostigamiento 
oficial ejecutado en aquella etapa tenía como trasfondo ideológico el 
anticomunismo acuñado bajo la ―guerra fría‖, que acusaba a las organizaciones 
de izquierda de ser ―embajadoras de la amenaza soviética‖. Pero, además, 
estas campañas tenían su apoyo en el anticomunismo local de raíz clerical, que 
se practicaba desde la década de 1930 a través de organismos como el 
Secretariado de la Acción Popular Colombiana, cuya función era ―secundar por 
todos los medios posibles la lucha anticomunista‖ (Medina, 1980, 326). 
La práctica constante de esa propaganda ideológica, que presenta a los 
comunistas como una amenaza para la sociedad ha derivado en un estado de 
estigmatización pública, que valida cualquier agresión en su contra. La 
dinámica de acusaciones, el uso de un lenguaje denigrante y las persecuciones 
resultantes de estas prácticas, han permitido que la ola ininterrumpida de 
crímenes contra los militantes de izquierda se haya incorporado como un hecho 
habitual de la vida política del país, al punto de no suscitar ya asombro ni 
reacciones en las instituciones y líderes de opinión (El término ―mamerto‖ se 
usa en Colombia para identificar a los miembros del Partido Comunista y, en 
general, de las agrupaciones de izquierda. Su acepción es peyorativa pues 
significa que alguien tiene una posición política sectaria, y que defiende un 
radicalismo ideológico anquilosado. El empleo corriente de esta expresión es 
demostrativo del grado de incorporación social de una mentalidad 
segregacionista.). 
El PCC fue ilegalizado en distintas etapas. Así ocurrió por una década, 
después del 9 de abril de 1948 --fecha en la que fue asesinado el líder popular 
Jorge Eliécer Gaitán y que dio lugar al período denominado de La Violencia--. 
Una medida similar fue tomada en 1967, siendo presidente de la República, 
Carlos Lleras Restrepo.  
En esos períodos de clandestinidad fueron llevados a las cárceles numerosos 
dirigentes comunistas, y otros fueron víctimas de asesinatos selectivos o 
―desapariciones‖26. Contra los militantes de base del grupo político se 
practicaron masacres o agresiones colectivas (Tal fue el caso de la masacre de 
11 personas en el municipio de Puente Rojo, en septiembre de 1962, y de la 
represión policial de los habitantes del barrio ―Policarpa Salavarrieta‖ en Bogotá 
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 --urbanización construida en terrenos baldíos por personas desplazadas a la 
fuerza de las regiones de influencia comunista-- el 8 de abril de 1963; un 
episodio que sería conocido como el ―Viernes sangriento‖.).  
Los actos represivos también se dirigieron contra los órganos de prensa del 
partido. A Voz de la Democracia, su primera publicación periódica surgida en 
1957, le suspendieron la licencia de funcionamiento en 1963. Voz Proletaria, el 
segundo periódico editado por el PCC, fue censurado a comienzos de la 
década de 1970, en el gobierno del presidente Misael Pastrana Borrero, quien 
adoptó medidas que revivían el delito de opinión en el país.  
En los meses de marzo, octubre y noviembre de 1971, el contenido del 
semanario fue sometido a revisión oficial por el Ministerio de Gobierno. En 
1978, un atentado dinamitero destruyó parcialmente las oficinas de la 
redacción. Igualmente, con frecuencia se ha practicado el decomiso y la quema 
pública de los ejemplares del periódico por parte de miembros del Ejército 
Nacional y de la Policía. Varios de los colaboradores del semanario han sido 
asesinados, entre quienes se cuenta Manuel Cepeda Vargas, su director 
durante varios lustros. Su director actual, Carlos Lozano Guillén ha sido víctima 
de amenazas constantes y de atentados contra su integridad.  
La persecución contra los comunistas se ha extendido a los integrantes de las 
fuerzas políticas que han decidido realizar alianzas con ellos. De este modo, a 
mediados de la década de 1970, líderes de la alianza Unión Nacional de 
Oposición (UNO) fueron asesinados. Otro tanto ocurrió con los integrantes del 
Frente Democrático, una coalición de fuerzas de izquierda surgida a comienzos 
de la década de 1980 (NCOS 1995, 58 – 59). 
Estas formas de criminalidad fueron las que antecedieron al genocidio contra la 
Unión Patriótica. 
Los primeros años del genocidio se caracterizaron por una persecución 
intensiva que buscaba impedir la consolidación de la naciente colectividad, 
asfixiar sus bases sociales y atacar sus estructuras organizativas locales y 
nacionales.  
El año de cierre de este período es 1992, pues en ese entonces, a petición de 
la Corte Constitucional colombiana, el Defensor del Pueblo elaboró el primer 
informe oficial sobre un conjunto de graves violaciones a los derechos de los 
miembros de la Unión Patriótica. En dicho informe se registraron 717 casos de 
ejecuciones extrajudiciales y ―desapariciones‖ forzadas. El Defensor del Pueblo 
 concluyó que: ―existe una relación directa entre el surgimiento, la actividad y el 
apoyo electoral de la Unión Patriótica y el homicidio de sus militantes en 
regiones donde la presencia de ese partido fue interpretada como un riesgo 
para el mantenimiento de los privilegios de ciertos grupos‖27.  
Tal conclusión se entiende mejor si se analiza el contexto político de la 
segunda mitad de la década de 1980. En aquel momento se inició un proceso 
de descentralización política que permitió, por primera vez en la historia 
republicana del país, la elección popular de alcaldes. 
 
 Sectores ganaderos y empresariales, y grupos de los partidos liberal y 
conservador manifestaron su rechazo a la posibilidad de que las alcaldías 
escaparan a su control. La campaña contra la UP adquirió la forma de 
pronunciamientos públicos en los que se invitaba a que ninguna personalidad o 
tendencia política hiciera alianzas con el ―proselitismo armado‖. La advertencia 
sobre las consecuencias que podrían tener los pactos electorales con la nueva 
colectividad sirvió para abonar el terreno de los actos de violencia (En febrero 
de 1986, a pocas semanas de la elección de diputados locales y congresistas, 
la 45 asamblea de la Conferencia Episcopal, bajo la dirección del cardenal 
Alfonso López Trujillo, emitió una declaración pública en la que expresó la 
condena de la alta jerarquía de la Iglesia Católica colombiana a las coaliciones 
con la izquierda).  
 
Sobre la visión que tenían las élites acerca de la elección popular de alcaldes, 
es diciente la posición de la prensa conservadora. ―Las alcaldías que queden 
en manos de las guerrillas y bajo la inspiración administrativa y política de los 
grupos de extrema izquierda serán muchas más de lo previsto. Habrá de 
suponerse, por forzosa consecuencia, que desaparezcan los lazos de unidad 
con el gobierno nacional, que no opera, y el municipal, en que actuarán los 
dirigentes marxistas‖28.  
Por estas razones, entre 1986 y 1988, años electorales, se registraron hechos 
de criminalidad generalizada en las zonas de influencia de la UP. Esa violencia 
se hizo sentir especialmente en aquellos municipios y ciudades donde el grupo 
político obtuvo poder local y comenzó a desarrollar programas de gobierno que 
incluían la construcción de obras públicas, hospitales y escuelas. Un caso 
ejemplar de esta situación fue el del municipio de El Castillo, Meta. Allí, uno 
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 tras otro, fueron destituidos o asesinados cuatro alcaldes de la UP junto con 
otros funcionarios de la administración local de la misma filiación (Por petición 
del Colectivo de Abogados ―José Alvear Restrepo‖, la Comisión Interamericana 
examina actualmente la admisibilidad del caso de los alcaldes de El Castillo, 
Meta.). 
En este periodo fueron puestos en ejecución en varias partes del país una serie 
de modelos represivos. Sobrevino una ola de atentados, tanto durante las 
campañas electorales, como luego de la posesión de los elegidos. Más tarde 
se denunciaría la existencia de planes de exterminio elaborados desde el seno 
de las propias fuerzas militares para acabar con las bases de la organización 
política en varias regiones del país y con sus líderes más destacados. El ―Plan 
Esmeralda‖ (1988), por ejemplo, tuvo por objeto barrer con la influencia de la 
UP y el Partido Comunista en los departamentos del Meta y Caquetá; dos de 
las regiones en las que se obtuvieron los mejores resultados en los comicios, 
superando incluso a los partidos liberal y conservador. Adicionalmente, los 
dirigentes de izquierda denunciaron que mandos militares habían trazado otros 
dos planes --la ―Operación Cóndor‖ (1985) y el ―Plan Baile Rojo‖ (1986)-- 
concebidos para socavar las estructuras de dirección nacional del movimiento y 
asesinar o secuestrar a sus dirigentes elegidos a las corporaciones públicas 
(Quiroga 2003, 137).  
Estos planes tuvieron diferentes pautas de persecución que siguen siendo 
utilizadas hasta hoy. En algunas de las regiones de amplia adhesión al grupo, 
la estrategia de aniquilación tomó la forma de un proceso ascendente. Primero 
se intentó eliminar a las bases sociales y a las estructuras locales, para luego 
arrinconar y liquidar a los líderes regionales.  
Para lograr estos fines se aplicó la estrategia de la conformación y crecimiento 
de grupos paramilitares que actuaban bajo el amparo oficial. Estos grupos se 
especializaron en el empleo de métodos de tortura y de tratamientos crueles 
practicados públicamente en el contexto de masacre planificadas como forma 
de aterrorizar a la población, y prevenirla acerca de las implicaciones que tenía 
su simpatía hacia los militantes de izquierda.  
Las masacres como espectáculos de terror tuvieron como resultado el 
aislamiento social de los sobrevivientes, o el desplazamiento de quienes se 
negaban a abandonar las regiones (Un caso ilustrativo de estas estrategias fue 
la masacre de Segovia. El 11 de noviembre de 1988, 40 integrantes de la UP 
fueron asesinados públicamente en la plaza central del municipio de Segovia, 
Antioquia).  
 En otros lugares, como en el caso ya mencionado del departamento del Meta, 
el exterminio contra los dirigentes se intensificó en los primeros años, luego 
vino un período de relativa calma que antecedió a operaciones de terror 
realizadas con el fin de provocar el desplazamiento forzado de la base social. 
En determinados sitios fue la Fuerza Pública la que actuó directamente, en 
otros lo hicieron los grupos paramilitares o el mismo Ejército usando prendas 
distintivas de los paramilitares. 
Los homicidios llevados a cabo en los municipios perseguían no sólo erradicar 
la competencia electoral que representaba la militancia de izquierda, sino 
además saldar los conflictos sociales relacionados con los problemas laborales, 
de tenencia y acumulación de tierras, o de cobertura y costo de servicios 
públicos en el ámbito local. Entre las víctimas se han contado personas que 
junto a su filiación política estaban vinculadas a sindicatos, eran miembros de 
movimientos cívicos y organizaciones comunitarias, educadores o personas 
que, en su mayoría, tenían simplemente una relación de simpatía con la 
organización. Como puede verse, la interpretación de que el genocidio de la UP 
ha sido una ―cuenta de cobro‖ a la guerrilla encubre la desarticulación y 
destrucción de procesos de oposición social (Gaviria 2004, 88-90)29. 
Contra los dirigentes nacionales, los candidatos a la Presidencia y los 
parlamentarios la táctica empleada fue la del atentado individual; utilizando 
para ese fin operaciones encubiertas: contratación de sicarios adolescentes, 
operaciones mixtas entre unidades de inteligencia del Ejército y grupos 
paramilitares, acción directa de los escuadrones de la muerte, etc. De esta 
forma ocurrieron los magnicidios de los dos candidatos presidenciales de la 
UP, Jaime Pardo Leal y Bernardo Jaramillo Ossa, asesinados en 1987 y 1990 
respectivamente. 
Fase del ―golpe de gracia‖ al movimiento y de la normalización social del 
genocidio, 1992 – 2002 
La década de 1990 trajo cambios significativos para el país. Además de la 
adopción de una nueva carta constitucional, el gobierno del presidente César 
Gaviria puso en marcha la ejecución de un conjunto de políticas neoliberales, 
bajo el nombre de ―apertura económica‖. Siguiendo las fórmulas de la banca 
internacional, se proponían medidas como la reducción del Estado y la 
privatización de las empresas públicas.  
                                                          
29
 En el mismo estudio se indica que de un total de 689 homicidios registrados para el periodo analizado, 
sólo 6 de los casos correspondían a guerrilleros en tregua. 
 Los parlamentarios de la UP realizaron frecuentes debates parlamentarios 
contra estas políticas. Como alternativa a las políticas aperturistas propusieron 
proyectos de ley tendientes a ampliar las funciones sociales y la cobertura del 
Estado en campos como la educación, la salud, el trabajo y la cultura (Motta, 
1995). 
En 1993, miembros de la dirección de la UP se reunieron con varios ministros 
del gobierno del presidente Gaviria, para denunciar la existencia de una nueva 
operación en su contra, el ―Plan Golpe de Gracia‖, elaborado, según sus 
informaciones, por el alto mando militar. A la salida de la reunión los voceros 
gubernamentales declararon ante los medios de comunicación que con estas 
denuncias la izquierda pretendía mejorar los resultados en las elecciones 
parlamentarias de 1994 (En un debate parlamentario en octubre de 1993, el 
congresista Manuel Cepeda afirmó: ―Hace pocos días la dirección del PC 
denunció al señor Ministro de Defensa la existencia de un plan denominado 
‗Operación golpe de gracia‘, urdido por los altos mandos militares para eliminar 
la dirigencia comunista o empapelarla mediante juicios amañados. El Ministro 
manifestó su total incredulidad ante tales afirmaciones, hoy corroboradas 
escandalosamente por las incitaciones provocadoras del Comandante de las 
Fuerzas Militares‖)30. Pocos meses después de esta reunión, un equipo mixto 
compuesto por suboficiales del Ejército y paramilitares asesinó a Manuel 
Cepeda Vargas, el último parlamentario que le quedaba al grupo político en el 
Congreso de la República. 
En ese mismo período la actividad de los grupos paramilitares alcanzó nuevas 
formas de legalidad a través de decretos que permitían a civiles el porte de 
armas y la organización de las cooperativas de seguridad ―Convivir‖. En el 
departamento de Antioquia, donde tuvo lugar este experimento de legitimación 
paramilitar, los frentes guerrilleros intensificaron sus acciones.  
El escalamiento del conflicto armado en la región trajo como consecuencia la 
multiplicación de los ataques contra la población civil. Cientos de militantes y 
simpatizantes de la UP fueron asesinados bajo el llamado ―Plan Retorno‖ 
(1993), elaborado por el Ejército Nacional, cuyo propósito era ―pacificar‖ la 
región.  
En Urabá, zona perteneciente a ese departamento, quienes no perecieron en 
los atentados, fueron detenidos y acusados de haber perpetrado la masacre de 
La Chinita, en la que 36 personas fueron asesinadas, luego de ser acusadas de 
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 pertenecer o simpatizar al desmovilizado grupo guerrillero Ejército Popular de 
Liberación.  
Varios alcaldes y 20 sindicalistas y miembros de la UP fueron detenidos y 
sentenciados por ―jueces sin rostro‖ a penas de 40 años de prisión como 
responsables de ese crimen (El total de las condenas totalizó 1.008 años de 
prisión, entre los condenados se encontraba una mujer de 65 años de edad. Si 
bien los alcaldes acusados fueron absueltos en la investigación disciplinaria del 
Ministerio Público, uno de ellos, Nelson Campos, continuó por años en la 
cárcel. U 
no de los absueltos, Albeiro Bustamante, regresó a la región y fue asesinado; 
las demás personas absueltas se encuentran desplazadas o en el exilio por 
temor a ser asesinadas; un matrimonio condenado decidió suicidarse en las 
celdas del Complejo Penitenciario La Picota, en Bogotá. En junio de 2005, la 
Corte Suprema de Justicia declaró la nulidad del proceso y concedió la libertad 
a quienes quedaban en prisión). 
Durante esta misma fase se incrementaron considerablemente las cifras de las 
poblaciones desplazadas en zonas de influencia de la UP. Adicionalmente, 
aumentó el número de personas y familias exiliadas. En 1996, luego de un 
atentado con rocket del que salió ilesa, la presidenta de la Unión Patriótica, 
Aída Abella Esquivel, tuvo que exiliarse. Según las cifras del movimiento, en 
esta etapa se refugiaron cerca de 200 familias perseguidas, por el hecho de 
contar con uno o varios miembros de la organización.  
Al lado de estos nuevos golpes, y luego de años de constantes arremetidas, se 
hizo cada vez más notorio que la sociedad colombiana se fue acostumbrando 
imperceptiblemente a los hechos cotidianos de violencia dirigidos contra el 
grupo político. Los asesinatos y atentados contra sus militantes dejaron de ser 
noticia en los medios de comunicación.  
A ello contribuyó el discurso justificatorio del genocidio que alcanzó amplia 
difusión social. La legitimación de las acciones de terror contra la UP se hizo 
por medio de declaraciones públicas de funcionarios estatales de todos los 
niveles, oficiales de alto rango de la Fuerza Pública, líderes políticos y 
empresariales, jefes paramilitares, miembros de la jerarquía eclesiástica, 
directores de grandes medios de comunicación, y reconocidos académicos. 
Las denuncias sobre nuevas amenazas fueron banalizadas por las autoridades, 
calificándolas como una artimaña publicitaria de los líderes de izquierda, para 
 disimular la decadencia de su proyecto ideológico como consecuencia de la 
caída del Muro de Berlín.  
La estigmatización alcanzó la forma del aislamiento social. En muchas partes 
del país a los militantes del grupo de oposición les era negado el crédito 
bancario, el cupo en los colegios para sus hijos y, en ocasiones, se les obligaba 
a dejar sus sitios de vivienda por temor a que ellos fueran blanco de atentados.  
El período del ―golpe de gracia‖ al movimiento se cerró el 30 de septiembre de 
2002, cuando el Consejo Nacional Electoral expidió la resolución No. 5659 en 
la que le retiró el estatuto legal para el funcionamiento. La justificación de esta 
medida consistió en que el grupo no reunía el número de sufragios electorales 
necesarios (50.000 votos) para mantener su personería jurídica. Esta medida 
se constituyó en un impedimento legal para la acción pública de los 
sobrevivientes del movimiento, y tuvo un alto significado simbólico: después de 
la aniquilación física y sociológica perpetrada, el poder estatal legalizó su 
―defunción‖ con una decisión administrativa.  
La cadena de crímenes y hostigamientos contra la UP no es cuestión del 
pasado. Hoy en día continúa el exterminio de los sobrevivientes, los familiares, 
los testigos de los hechos o sus abogados. Según la Corporación Reiniciar y la 
Comisión Colombiana de Juristas, durante el gobierno del presidente Álvaro 
Uribe Vélez han sido asesinados 136 miembros de la Unión Patriótica y del 
Partido Comunista Colombiano, otros 38 han sido desaparecidos y 28 más 
sobrevivieron a atentados personales.‖No hubo voluntad política ni compromiso 
serio del Gobierno en el caso Unión Patriótica‖. 
El presidente Uribe Vélez, aseguró durante la campaña electoral para su 
elección, que el ―error‖ cometido con la UP es comprensible, pues no se puede 
querer ―combinar la política con los fusiles‖31. A pesar de haber prometido 
respetar a la oposición en reiterativos pronunciamientos públicos, bajo la 
administración Uribe se han presentado nuevas modalidades de persecución 
contra los sobrevivientes de la diezmada colectividad política: detenciones 
masivas y arbitrarias, procesos judiciales montados sobre la base de 
testimonios suministrados por cooperantes anónimos de la llamada ―red de 
informantes‖, abusos de toda índole en ―zonas de rehabilitación‖ en las que la 
autoridad civil es sustituida por mandos militares, etc. Los atropellos se han 
cometido con especial intensidad en los departamentos de Arauca, Tolima, 
Meta, Norte de Santander, Cundinamarca, y Caquetá, entre otros.  
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 Durante su campaña de reelección para un segundo mandato, el equipo del 
Presidente utilizó una cuña publicitaria en la que se realizaba una abierta 
apología al genocidio contra la UP, que dio lugar, como se mencionó 
anteriormente, a la ruptura de la búsqueda de una solución amistosa en el caso 
colectivo ante la CIDH (En la cuña difundida por los medios de comunicación, 
un campesino, supuesto ex militante del grupo político, afirmaba: ―Señor 
Presidente: Yo pertenecía a la UP, me parecía un buen movimiento, pero nos 
fuimos torciendo. Matar por matar, hacer daño a los demás, matar civiles, eso 
está mal hecho. Está bien que usted los esté combatiendo, por eso hoy día lo 
apoyamos a usted con toda la que tenemos (sic.). ¡Adelante, Presidente!‖).  
Al mismo tiempo, se ha desarrollado la persecución selectiva contra los viejos 
militantes con el fin de extinguir toda fuente de memoria viviente del genocidio, 
o de la historia del movimiento. También se ha perseguido a los familiares, y en 
no pocos casos se ha desaparecido a familiares de los desaparecidos, o se ha 
asesinado a familiares de los asesinados. Esta situación muestra con claridad 
que la intención genocida busca destruir al grupo político, y su entorno social, 
hasta las raíces.  
Pero es sin duda alguna el control de vastas zonas del territorio nacional por 
redes paramilitares y mafiosas el fenómeno que configura la nueva etapa de 
persecución contra la oposición política. Al amparo de un proceso de diálogos 
con el Gobierno Nacional, cuya supuesta finalidad sería la desmovilización de 
los grupos paraestatales, en realidad se ha consolidado un poder autoritario 
que ha recurrido al fraude electoral y a la presión armada para afianzarse 
localmente y para garantizar una significativa presencia en el Congreso de la 
República.  
Como sustento normativo para la denominada desmovilización de los 
paramilitares, el gobierno colombiano y el parlamento han adoptado una serie 
de instrumentos legales, como la Ley 975/05 --llamada ley de ―justicia y paz‖-- y 
su reglamentación, así como el Decreto 128/03. Estas disposiciones no 
garantizan los derechos de las víctimas a la verdad y la justicia, pues no 
disponen de procedimientos adecuados para esclarecer los crímenes 
cometidos por los miembros y jefes de los grupos paraestatales. Este marco 
legal no permite la dilucidación adecuada de la responsabilidad de los agentes 
estatales implicados. Tampoco proporciona instrumentos para sancionar a los 
aliados y beneficiarios de la acción paramilitar. Como resultado de estas 
debilidades esenciales, la ley de ―justicia y paz‖ no asegura un 
desmantelamiento exitoso de las estructuras paramilitares, y más bien implica 
la legalización de sus capitales ilícitos y la legitimación social de su control 
territorial. 
 Actualmente, la existencia de esta normatividad que aparenta justicia, pero en 
realidad auspicia la impunidad, se convierte en un obstáculo que deberá ser 
removido para la solución del caso del genocidio ejecutado contra la Unión 
Patriótica.32 (Algunas de las razones de fondo que muestran las limitaciones 
jurídicas del conjunto de normas y disposiciones expedidas actualmente han 
sido señaladas por la Corporación Reiniciar 2006). 
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 MARCO LEGAL 
Legislación nacional  
 Ley 599 de julio 24 del año 2000 por la cual se expide el Código Penal, 
libro segundo, parte especial, de los delitos en particular, título I, delitos 
contra la vida y la integridad personal, capítulo primero, del genocidio 
Artículo 101. Genocidio. El que con el propósito de destruir total o 
parcialmente un grupo nacional, étnico, racial, religioso o político, por razón 
de su pertenencia al mismo, ocasionare la muerte de sus miembros, 
incurrirá en prisión de treinta (30) a cuarenta (40) años; en multa de dos mil 
(2.000) a diez mil (10.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes y 
en interdicción de derechos y funciones públicas de quince (15) a veinte 
(20) años. 
La pena será de prisión de diez (10) a veinticinco (25) años, la multa de mil 
(1.000) a diez mil (10.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes y la 
interdicción de derechos y funciones públicas de cinco (5) a quince (15) 
años cuando con el mismo propósito se cometiere cualquiera de los 
siguientes actos: 
1. Lesión grave a la integridad física o mental de miembros del grupo. 
2. Embarazo forzado. 
3. Sometimiento de miembros del grupo a condiciones de existencia que 
hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial. 
4. Tomar medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo. 
5. Traslado por la fuerza de niños del grupo a otro grupo. 
 
Legislación internacional  
 Convenios de la Haya de 1899 y 1907, y cuya finalidad tradicional ha 
sido regular la conducción de las hostilidades y los medios legítimos de 
combate 
 Convención para la prevención y sanción del delito de Genocidio, 
adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 9 de 
diciembre de 1948, la cual entró en vigor el 12 de enero de 1951 y fué 
aprobada por el Estado Colombiano mediante la Ley 28 de 1959. 
   Es igualmente pertinente citar al respecto la Convención sobre la 
Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de 
Lesa Humanidad de noviembre de 1.968 
 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, suscrito el 21 de 
diciembre de 1966, aprobado por Ley 74 de 1968 y ratificado el 29 de 
octubre de 1969.  
 Convención sobre Prevención y Represión del Terrorismo que tuvo lugar 
en Washington en febrero de 1.971, la Resolución adoptada al respecto 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas del 18 de diciembre de 
1.972 
 Convención Americana de Derechos Humanos, suscrita el 22 de 
noviembre de 1969, aprobada por Ley 16 de 1972, y ratificada el 31 de 
julio de 1973 
 Resolución 3074 de la Asamblea General de las Naciones Unidas de 
diciembre de 1.973, sobre los Principios de Cooperación Internacional 
de la Identificación, Detención, Extradición y Castigo de los culpables de 
Crímenes de Guerra o de Crímenes de Lesa Humanidad 
 Convención contra la tortura y otros tratos crueles, inhumanos y 
degradantes, suscrita el 10 de abril de 1985, aprobada por la Ley 70 de 
1986, y ratificada el 8 de diciembre de 1987 
 Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional del 17 de julio de 1998 
 Convención Interamericana para prevenir y sancionar la tortura, 






Jurisprudencia del estado colombiano  
 
 Corte Constitucional de Colombia. SENTENCIA C-177 de febrero 14 del 
año 2001. Magistrado Ponente: Dr. Fabio Morón Díaz: Demanda de 
inconstitucionalidad contra el artículo 322ª (parcial) del Código Penal, 
creado por el artículo primero de la Ley 589 de 2000 "Por medio de la 
cual se tipifica el genocidio, la desaparición forzada, el desplazamiento 
forzado y la tortura; y se dictan otras disposiciones". Declaro inexequible 
la frase "que actúe dentro del marco de la Ley," contenida tanto en el 
artículo 322ª de la Ley 589 del 2000, como en el artículo 101 de la Ley 
599 del 2000 y además trata otros temas relacionados con el tratamiento 
del genocidio en el Estado Colombiano. 
 Corte Constitucional de Colombia. SENTENCIA C-330 de marzo 28 de 
2001. Magistrado Ponente: Dr. Alvaro Tafur Galvis: Demanda de 
inconstitucionalidad contra el artículo 101 parcial de la Ley 599 de 2000. 
En la que se decide estar a lo resuelto en la Sentencia C-177 de 2001, 
que declaró inexequible  la frase “que actúe dentro del margen de la ley”, 
contenida en el artículo 101 de la Ley 599 de 2000. 
 Corte Constitucional de Colombia. SENTENCIA C-148 de febrero 22 del 
año 2005. Magistrado Ponente: Dr. Alvaro Tafur Galvis: Demanda de 
inconstitucionalidad contra las expresiones “grave” contenida en el 
numeral 1º del artículo 101 y “graves” contenida en los artículos 137 y 
178 de la Ley 599 de 2000 “por la cual se expide el Código Penal”. A 
través de la cual se declara: Primero.-  Declarar  exequible, por los 
cargos formulados, la expresión “grave” contenida en el numeral 1 del 
segundo inciso del artículo 101 de la Ley 599 de 2000  “por la cual se 
expide el Código Penal. Segundo.- Declarar inexequible la expresión 
“graves” contenida en el artículo 137 de la Ley 599 de 2000  “por la cual 
se expide el Código Penal. Tercero.- Declarar inexequible la expresión 
“graves” contenida en el primer inciso del artículo 178 de la Ley 599 de 
2000  “por la cual se expide el Código Penal”.  
  Corte Constitucional de Colombia Sentencia C-488 de julio 22 de 2009. 
Magistrado Ponente: Dr. JORGE IVÁN PALACIO PALACIO: Demanda 
de inconstitucionalidad contra el artículo 101 (parcial) de la Ley 599 de 
2000, “Por la cual se expide el Código Penal”; la presente sentencia 
hace referencias a los siguientes temas relacionadas con el genocidio: i) 
Definición, ii) Elementos que lo configuran, iii) Dolo especial como 
elemento estructural del tipo penal iv) Tipificación como delito en la 
legislación penal colombiana y v) La Convención para la Prevención y la 
Sanción del Delito de Genocidio como la que constituye una de las 
normas de derecho internacional adoptadas por Colombia en relación 
con el genocidio que se incorpora al bloque de constitucionalidad, como 
parámetro interpretativo de los derechos humanos reconocidos desde la 
Constitución. 
 
Jurisprudencia internacional  
 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2006. (Fondo, Reparaciones y Costas). Caso del Penal 
Miguel Castro Castro Vs. Perú. A travès de la cual se hacen precisiones 
sobre el genocidio político al tratar el delito de genocidio de acuerdo a 
las leyes peruanas en contra del grupo de prisioneros de los pabellones 
1A y 4B acusados de pertenecer al Partido Comunista del Perú‖.  
 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Sentencia de 29 de abril 
de 2004 (Fondo). Caso Masacre Plan de Sánchez Vs. Guatemala. 
Donde se hacen consideraciones sobre os crímenes cometidos en 
ejecución de la política de tierra arrasada, incluyendo la masacre de 
Plan de Sánchez, constituyen genocidio contra el pueblo indígena-maya 
de Guatemala a la luz del tipo penal de genocidio. 
  
CONCLUSIONES 
Como podemos  ver, este trabajo ubica el orden y el sentido que ha tenido el 
genocidio. Los diferentes momentos en donde se ha cometido genocidio por lo 
que ha dado origen a modelos políticos y económicos.  
Los diferentes casos de genocidio surgieron en los comienzos de la década de 
1990, lo cual  coincidió con diferentes fenómenos como la apertura económica 
y del modelo neoliberal. Y en el terreno político significó el deterioro 
considerable de la democracia local. El genocidio corresponde a la pérdida de 
espacios políticos.  
 ―En Colombia, los artículos 93, 94 y 214 de la Carta Constitucional crean un 
puente de implementación a través del cual el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario se integran en el 
Derecho colombiano en virtud de la figura del Bloque de Constitucionalidad. El 
efecto principal de ello es la adaptación del derecho interno a los compromisos 
internacionales del Estado, y por consecuencia, la evolución en materia de 
protección y garantía de los Derechos Humanos en el ámbito interno‖33. 
 
Como consecuencia, un reto imprescindible para acabar con la violencia en 
Colombia y en los diferentes países en donde se sigue cometiendo este delito, 
consiste en una compensación a la cadena de crímenes políticos cometidos en 
todos los países. A la indiferencia que hay por parte de nuestra fuerza política, 
que no soluciona sino solo repara a los familiares de las víctimas, sin ejercen 
de forma efectiva y eficaz un control hacia estos actos tan reprochables, como 
lo vimos en el último capítulo de esta investigación, con el caso de la Unión 
Patriótica. 
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 Hay que fomentar diferentes proyectos para evitar en un futuro estos crímenes 
atroces, contra movimientos que en gran parte solo intentan crear una mejor 
sociedad y calidad de vida para todos. Es por esto, que el Bloque de 
Constitucionalidad constituye la herramienta de integración del Derecho 
Interamericano en Colombia, pero en realidad, esa herramienta carece per se 
de concreción en sus efectos, ya que en muy pocas ocasiones se toma en 
cuenta para la definición de procesos, solo hasta que la corte instaura los autos 
sobre las sentencias se empiezan a ver los efectos de la falta de control de los 
mismos. 
Otros casos como en el caso del genocidio político maya el impacto de la 
represión será mayor por el carácter colectivista de la cultura, que hace que la 
pérdida de personas de la familia extensa y de la comunidad afecten 
fuertemente a las personas. La valoración de la tierra, de los animales y de los 
cultivos, también reforzará el impacto de la represión, ya que ésta a menudo se 
ensaña con los plantíos y los animales de los mayas‖34. El exilio, el 
desplazamiento de las tierras ancestrales y la ausencia de rituales de duelo 
tendrán un impacto aún mayor, ya que para los mayas los muertos hacen parte 
de la comunidad y deben estar en relación equilibrada con ésta y con la tierra. 
En Guatemala, muchos de los supervivientes del genocidio que tuvo lugar en 
allí no pudieron enterrar a sus seres queridos, no sabían lo que les había 
ocurrido a sus familiares, dónde estaban los cuerpos, o la propia represión no 
permitió que se llevaran a cabo funerales y ceremonias. En la actualidad las 
peticiones de que se lleven a cabo conmemoraciones y actividades de 
recuerdo colectivo cobran gran importancia y vigor. 
Sin embargo, en Bolivia Tejada y el ex Ministro del Interior, Migración y Justicia, 
Luis Arce Gómez. Concluyeron su responsabilidad como autores por los delitos 
de masacre sangrienta cometido contra los dirigentes del Movimiento de la 
Izquierda Revolucionaria, asesinato en perjuicio de varios líderes del Consejo 
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 Nacional de Defensa de la Democracia, organización e integración de grupos 
armados irregulares y asociación delictuosa, entre otros. Recurso directo o 
abstracto de inconstitucionalidad interpuesto por Julio Leigue Hurtado, 
Diputado Nacional, en el que demanda la inconstitucionalidad de, entre otros, el 
artículo 138 del Código Penal, que hace referencia a las ―masacres 
sangrientas‖, sin relacionarlas con la definición internacional o el tipo penal 
nacional de genocidio. 
 
En el Salvador, los Procesos constitucionales acumulados promovidos por el 
ciudadano Guido Miguel Arturo Castro Duarte, así como por las ciudadanas 
María Julia Hernández Chavarría y Victoria Carolina Constanza, entre otros, a 
fin de que este tribunal declare la inconstitucionalidad de los artículos 1 y 4 del 
Decreto Legislativo N° 486, que contiene la Ley de Amnistía General para la 
Consolidación de la Paz. Los artículos impugnados determinan el ámbito de 
aplicación de la ley: todas las personas acusadas por delitos políticos, delitos 
conexos, o delitos comunes cometidos por más de veinte personas, todos con 
anterioridad al 23 de enero de 1992, sea que hayan sido ya condenados, en 
presencia o ausencia, se encuentren bajo proceso o no se les haya iniciado 
causa alguna. 
 
En las decisiones de las cortes y tribunales peruanos se hace constante 
referencia al Grupo (o Destacamento) Colina el cual, según el Informe Final de 
la Comisión de la Verdad y Reconciliación, ―fue un destacamento orgánico y 
funcional ubicado durante [el] gobierno [de Alberto Fujimori] en la estructura del 
Ejército en la medida que utilizaba los recursos humanos y logísticos de la 
Dirección de Inteligencia del Ejército (DINTE), del Servicio de Inteligencia del 
Ejército (SIE) y del Servicio de Inteligencia Nacional (SIN). Por lo tanto, para su 
constitución y funcionamiento debía de contar con una partida secreta que 
cubriera los requerimientos de un contingente militar dedicado en exclusividad 
a una actividad ilícita que implicó graves violaciones a los derechos humanos‖. 
Comisión de la Verdad y Reconciliación. Informe Final. Lima: CVR, 2003, Tomo 
 III, Capítulo 2, pág. 130. Sobre el mismo tema, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos ha resaltado que el Grupo Colina ―era un grupo adscrito al 
Servicio de Inteligencia Nacional (SIN) que operaba con conocimiento de la 
Presidencia de la República y del Comando del Ejército. Tenía una estructura 
jerárquica y su personal recibía, además de sus remuneraciones como oficiales 
y sub-oficiales del Ejército, dinero para gastos operativos y retribuciones 
económicas personales en carácter de bonificación. El Grupo Colina cumplía 
una política de Estado consistente en la identificación, el control y la 
eliminación de aquellas personas que se sospechaba pertenecían a los grupos 
insurgentes o contrarios al régimen del ex Presidente Alberto Fujimori, 
mediante acciones sistemáticas de ejecuciones extrajudiciales indiscriminadas, 
asesinatos selectivos, desapariciones forzadas y torturas‖. Corte IDH, Caso La 
Cantuta vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 29 de 
noviembre de 2006, Serie C, No. 162, párrs. 80.17 y 80.18. Este mismo texto 
ha sido citado por el propio Tribunal Constitucional de Perú. Asimismo, en los 
resúmenes de distintas decisiones se hace referencia a dos casos particulares: 
―La Cantuta‖ y ―Barrios Altos‖. El primero de éstos se refiere a la ejecución 
extrajudicial de nueve estudiantes y un catedrático de la Universidad Nacional 
de Educación Enrique Guzmán y Valle ―La Cantuta‖, en Lima. El segundo se 
refiere a la ejecución extrajudicial de quince personas y las lesiones graves 
sufridas por otras cuatro, en el marco del ―plan denominado ‗Ambulante‘ que 
tenía como objetivo vigilar activistas pro subversivos e inmuebles en la zona de 
Barrios Altos, en el centro de Lima. Entre estos, un solar ubicado en el Jirón 
Huanta Nº 840‖35.  
 
En Argentina, Luego de la Segunda Guerra Mundial comenzó una discusión a 
nivel internacional acerca de cuál era la definición más adecuada del concepto 
de genocidio. Esa discusión —que se mantiene en la actualidad—, tuvo un hito 
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 en la Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio 
aprobada por las Naciones Unidas en diciembre de 1948. Dicha Convención, 
tiene a su vez un antecedente que no puede pasarse por alto por sus 
implicancias en las conclusiones a las que arribó este Tribunal en el fallo hoy 
fundamentado. 
 
Finalmente, ―La Declaración Universal de Derechos Humanos y la Carta de las 
Naciones Unidas importaron el reconocimiento de los derechos preexistentes 
de los hombres a no ser objeto de persecuciones por el Estado. Esta necesaria 
protección de los derechos humanos, a la que se han comprometido los 
estados de la comunidad universal, no se sustenta en ninguna teoría jurídica 
excluyente. En realidad, sus postulados sostienen que hay principios que 
determinan la justicia de las instituciones sociales y establecen parámetros de 
virtud personal que son universalmente válidos, independientemente de su 
reconocimiento efectivo por ciertos órganos o individuos, lo cual no implica 
optar por excluyentes visiones iusnaturalistas o positivistas. La universalidad de 
tales derechos no depende pues de un sistema positivo o de su sustento en un 
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